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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA
ACTA NÚMERO 34 DE 2019

(febrero 26)
Cuatrienio 2018-2022 – Legislatura 2018-

2019 – Segundo Periodo
Sesión Extraordinaria

En la ciudad de Bogotá, D. C., el día veintiséis 
(26) de febrero del dos mil diecinueve (2019), 
se reunieron en el Salón Guillermo Valencia del 
Capitolio Nacional, previa citación, los miembros 
de la Comisión Primera del honorable Senado, 
con el fin de sesionar.

I
Llamado a lista y verificación del quórum

La Presidencia, ejercida por el titular, 
honorable Senador Eduardo Enríquez Maya, 
indica a la Secretaría llamar a lista y contestaron 
los honorables Senadores

Enríquez Maya Eduardo
Gallo Cubillos Julián
Gaviria Vélez José Obdulio
Lozano Correa Angélica
Ortega Narváez Temístocles
Valencia González Santiago
Valencia Laserna Paloma
En el transcurso de la sesión se hicieron 

presentes los honorables Senadores
Andrade de Osso Esperanza
Barreras Montealegre Roy Leonardo
Benedetti Villaneda Armando
García Gómez Juan Carlos
Guevara Villabón Carlos
Lara Restrepo Rodrigo
López Maya Alexánder
Name Vásquez Iván
Petro Urrego Gustavo Francisco

Rodriguez Rengifo Roosvelt
Varón Cotrino Germán
Velasco Chaves Luis Fernando
Dejaron de asistir los honorables Senadores:
Amín Saleme Fabio Raúl
Cabal Molina María Fernanda
Pinto Hernández Miguel Ángel
El texto de la excusa es la siguiente:
Nota: La siguiente es la excusa del honorable 

Senador Gustavo Petro Urrego, correspondiente a la 
sesión del día 11 de diciembre de 2018 Acta Conjunta 
número 08, que no se publicó en dichas acta:
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Excusas dejadas por los honorable Senadores:

Excusas dejadas por los honorable Senadores:

 

 

 

La Secretaría informa que se ha registrado 
Quórum Deliberatorio.

Siendo las 10:30 a. m., la Presidencia manifiesta: 
“Abrase la sesión y proceda el Secretario a dar 
lectura al orden del día para la presente reunión”.

ORDEN DEL DÍA

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

ACTA NÚMERO 34 DE 2019
(febrero 26)

Cuatrienio 2018-2022 – Legislatura 2018-
2019 – Segundo Periodo

Sesión Extraordinaria
Día: martes 26 de febrero de 2019
Lugar: Salón Guillermo Valencia – Capitolio 

Nacional Primer Piso
Hora: 10:00 a. m.
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I
Llamado a lista y verificación del quórum

II
Invitación a los señores Ministros del 

Despacho y Altos Funcionarios del Estado
Para escuchar sus criterios y 

recomendaciones respecto al Proyecto de 
ley número 227 de 2019 Senado, 311 de 2019 
Cámara, por el cual se expide el Plan Nacional 
de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, 
pacto por la equidad. Publicada en la Gaceta 
del Congreso número 33 del 2019, con el fin 
de socializar el proyecto y que la Comisión 
Accidental designada por la mesa directiva en 
cumplimiento al artículo 4º de la Ley 3ª de 1992 
rinda el informe a las Comisiones Económicas 
del Congreso de la República.

Invitados:
Doctor Alberto Carrasquilla Barrera, Ministro 

de Hacienda y Crédito Público
Doctora Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, 

Ministra del Interior
Doctora Gloria María Borrero Restrepo, 

Ministra de Justicia y del Derecho
Doctor Fernando Carrillo Flórez, Procurador 

General de la Nación
Doctor Néstor Humberto Martínez Neira, 

Fiscal General de la Nación
Doctor Carlos Felipe Córdoba Larrarte, 

Contralor General de la República
Doctor José Francisco Acuña Vizcaya, 

Presidente (e) Corte Suprema de Justicia
Doctora Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, 

Presidenta Consejo de Estado
Doctor Max Alejandro Flórez Rodríguez, 

Presidente Consejo Superior de la Judicatura
Doctor Pedro Alonso Sanabria Buitrago, 

Presidente Sala Disciplinaria, Consejo Superior 
de la Judicatura

Doctor Heriberto Sanabria Astudillo, Presidente 
Consejo Nacional Electoral

Doctora Gloria Amparo Alonso Másmela, 
Directora Nacional de Planeación (DNP)

Sr. Brigadier General Jorge Luis Ramírez 
Aragón, Director General “Inpec”

Doctor Juan Carlos Galindo Vácha, Registrador 
Nacional del Estado Civil

Doctor Gustavo Enrique Aroca Dajil, 
Superintendente de Notariado y Registro

Doctora Patricia Linares Prieto, Presidenta 
Unidad Especial para la Paz (JEP)

Doctor Pablo Elías González Monguí, Director 
Unidad Nacional de Protección (UNP)

Doctora Myriam Martínez Cárdenas, Directora 
General Agencia Nacional de Tierras (ANT)

Doctor Emilio José Archila Peñaloza, 
Alto Consejero para la Estabilización y la 
Consolidación, Oficina Alto Comisionado para la 
Paz.

Doctor Gilberto Toro Giraldo, Federación 
Colombiana de Municipios

Doctor Carlos Camargo Assís, Director 
Ejecutivo, Federación Nacional de Departamentos

Doctora Luz María Zapata Zapata, Directora 
Ejecutiva Asociación Colombiana de Ciudades 
Capitales

III
Lo que propongan los honorables Senadores

IV
Negocios sustanciados por la Presidencia

El Presidente,
Honorable Senador Eduardo Enríquez Maya.

El Vicepresidente, 
Honorable Senador Temístocles Ortega 

Narváez.
El Secretario General,

Guillermo León Giraldo Gil.
La Presidencia abre la discusión del Orden Del 

Día e informa que una vez se constituya quórum 
decisorio se someterá a votación.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia, 
por Secretaría se da lectura al siguiente punto del 
Orden Del Día:

II
Invitación a los señores Ministros del 

Despacho y Altos Funcionarios del Estado
Para escuchar sus criterios y recomendaciones 

respecto al Proyecto de ley número 227 de 2019 
Senado, 311 de 2019 Cámara, por el cual se 
expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 
“Pacto por Colombia, pacto por la equidad. 
Publicada en la Gaceta del Congreso número 33 
del 2019, con el fin de socializar el proyecto y que 
la Comisión Accidental designada por la mesa 
directiva, en cumplimiento al artículo 4º de la 
Ley 3ª de 1992, rinda el informe a las Comisiones 
Económicas del Congreso de la República.

Invitados:
Doctor Alberto Carrasquilla Barrera, Ministro 

de Hacienda y Crédito Público
Doctora Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, 

Ministra del Interior
Doctora Gloria María Borrero Restrepo, 

Ministra de Justicia y del Derecho
Doctor Fernando Carrillo Flórez, Procurador 

General de la Nación
Doctor Néstor Humberto Martínez Neira, 

Fiscal General de la Nación
Doctor Carlos Felipe Córdoba Larrarte, 

Contralor General de la República
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Doctor José Francisco Acuña Vizcaya, 
Presidente (e) Corte Suprema de Justicia

Doctora Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, 
Presidenta Consejo de Estado

Doctor Max Alejandro Flórez Rodríguez, 
Presidente Consejo Superior de la Judicatura

Doctor Pedro Alonso Sanabria Buitrago, 
Presidente Sala Disciplinaria, Consejo Superior 
de la Judicatura

Doctor Heriberto Sanabria Astudillo, Presidente 
Consejo Nacional Electoral

Doctora Gloria Amparo Alonso Másmela, 
Directora Nacional de Planeación (DNP)

Sr. Brigadier General Jorge Luis Ramírez 
Aragón, Director General “Inpec”

Doctor Juan Carlos Galindo Vácha, Registrador 
Nacional del Estado Civil

Doctor Gustavo Enrique Aroca Dajil, 
Superintendente de Notariado y Registro

Doctora Patricia Linares Prieto, Presidenta 
Unidad Especial para la Paz (JEP)

Doctor Pablo Elías González Monguí, Director 
Unidad Nacional de Protección (UNP)

Doctora Myriam Martínez Cárdenas, Directora 
General Agencia Nacional de Tierras (ANT)

Doctor Emilio José Archila Peñaloza, 
Alto Consejero para la Estabilización y la 
Consolidación, Oficina Alto Comisionado para la 
Paz.

Doctor Gilberto Toro Giraldo, Federación 
Colombiana de Municipios

Doctor Carlos Camargo Assis, Director 
Ejecutivo, Federación Nacional de Departamentos

Doctora Luz María Zapata Zapata, Directora 
Ejecutiva Asociación Colombiana de Ciudades 
Capitales

Atendiendo instrucciones de la Presidencia, 
la secretaria informa que los siguientes invitados 
se han hecho presentes a la sesión: el doctor Max 
Alejandro Flórez Rodríguez, Presidente Consejo 
Superior de la Judicatura; el doctor Pablo Elías 
González Mongui, Director Unidad Nacional de 
Protección (UNP); el doctor Rubén Silva Gómez, 
Superintendente de Notariado y Registro; el doctor 
Emilio José Archila Peñaloza, Alto Consejero 
para la Estabilización y la Consolidación; Oficina 
Alto Comisionado para la Paz delega a la doctora 
Margarita Rosa Hernández; el Contralor General 
de la República, que delega al doctor Carlos David 
Castillo Arbeláez; el Brigadier General William 
Ernesto Ruiz Garzón, Director General “Inpec”, 
se encuentra presente; el delegado del Fiscal 
General de la Nación, el Doctor Fabio Espitia 
Garzón; la doctora Lucy Jeannette Bermúdez, 
Presidente Consejo de Estado; el delegado del 
señor Registrador del Estado Civil, el Secretario 
General, delegado del doctor Juan Carlos Galindo 
Vácha.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
doctora Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, 
Presidenta del Consejo de Estado:

Muchas gracias doctor Eduardo Enríquez 
Maya, Presidente de la Comisión Primera del 
Senado, buenos días para todos, para los señores 
Senadores de esta importante Comisión, para 
todos los funcionarios que nos acompañan en esta 
cordial invitación e importante que nos ha hecho 
el señor Presidente y ustedes señores Senadores 
para que hablemos sobre el Plan Nacional de 
Desarrollo.

La semana anterior hicimos presencia en la 
Comisión Tercera de la Cámara de Representantes 
y en síntesis creo que concentrarnos en cuatro 
puntos que tienen que ver con una propuesta para 
que ustedes consideren hacer una proposición de 
modificación del articulado, tema sobre el cual 
venimos hablando con la Ministra de Justicia y la 
Directora Nacional de Planeación.

El primer punto es que en el artículo 2° del 
proyecto donde se señala que hace parte del 
articulado el documento denominado fases del 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 se incluye 
expresamente también el del plan sectorial de 
la Rama Judicial sobre el cual el Ministerio de 
Justicia adelantó conversaciones el año pasado 
con el Consejo Superior de la Judicatura aquí 
representado por su Presidente el doctor Max 
Alejandro Flores.

El segundo tema de hacer referencia en el 
artículo tercero dentro de los pactos estructurales 
y específicamente en el del numeral primero que 
hace relación con el pacto por la legalidad, se haga 
expresa mención al fortalecimiento del sistema de 
justicia que presta la Rama Judicial.

Esto por cuanto si usted es un ser parte de 
las bases del plan, el fortalecimiento del que 
aquí se habla tiene que ver con la prestación del 
servicio de justicia a cargo de la Rama Ejecutiva y 
nosotros jueces preferiríamos que quede expreso 
que también se va a fortalecer la prestación del 
servicio de justicia a cambio de la Rama Judicial.

El tercer punto es el relacionado con el 
señalamiento que se ha hecho en el artículo 92 
de la Ley 617 y que se encuentra reflejado dentro 
de las normas de derogatoria donde se hace la 
derogatoria de esta disposición que es la que ha 
previsto la imposibilidad del crecimiento de las 
ramas del Poder público y específicamente en 
cuanto a la Rama Judicial.

Ustedes muy bien conocen la problemática que 
vive la Rama Judicial, de la gran congestión, los 
jueces de la República estamos prestos a cumplir 
con la finalidad de tener una justicia más cercana 
al ciudadano, más eficiente, más transparente, 
pero para ello necesitamos los recursos que 
precisamente dentro de los cuales ocupa un lugar 
preponderante el talento humano.
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Es decir la posibilidad de crear juzgados en 
mi caso específico los juzgados y los despachos 
de lo contencioso administrativo y lo que tiene 
que ver con el tema ambiental y agrario que es 
un compromiso que si bien aparece expreso en 
el acuerdo en lo de La Habana también lo es que 
tiempo atrás y también hoy en día se ha hecho 
explícito por los últimos gobiernos en cuanto a la 
gran importancia y a la gran atención que se le debe 
dar a los juzgados ambientales, o a los despachos 
que tengan una posibilidad de conocimiento de 
los temas ambientales, agrarios y mineros.

Es así que le solicitamos comedidamente 
que consideren el levantar esa prohibición que 
se encuentra expresa, y como señalábamos en 
la Comisión Primera de la Cámara junto con 
la Fiscalía General de la Nación y el Consejo 
Superior de la Judicatura, les rogamos revisemos 
bien el artículo 48 que cambia la unidad de 
medida para todos los cobros, sanciones, multas, 
tasas, tarifas, estampillas, presupuestos y costos 
estatales que lo está convirtiendo en UVT pasando 
lo que ya tenemos de salario mínimo a UVT y 
ustedes comprenderán cómo esto afecta todo 
el ordenamiento en la medida en que las penas, 
las que establece el Código Penal, las penas que 
cambiarlas están basadas en salarios mínimos.

Las multas que se establecen en el Código 
General del Proceso, que se establecen en el 
Código de Procedimiento Administrativo, en el 
Código Disciplinario, y demás normativa están 
tasados en salarios mínimos, razón por la cual 
con el mayor comedimiento les pedimos entrar a 
considerar esta situación.

Así es que en síntesis esos son los cuatro puntos 
fundamentales que desde el Consejo de Estado 
ponemos a su consideración y le pedimos entrar a 
hacer los ajustes correspondientes a través de las 
proposiciones que tengan ustedes a bien adelantar 
en su iniciativa.

Mil gracias señor Presidente, mil gracias 
a todos los señores Senadores y les recuerdo 
cómo el Consejo de Estado viene trabajando en 
pro de establecer una relación directa, franca, 
transparente y abierta con todas las entidades del 
Estado donde obviamente que ustedes juegan un 
papel muy importante a fin de que tengamos ese 
trabajo armónico del que habla la Constitución.

Muchas gracias señor Presidente, muy buenos 
días para todos.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al doctor Max Alejandro Flores Rodríguez, 
Presidente del Consejo Superior de la 
Judicatura:

Buenos días, tenía preparada unas palabras con 
mayor duración pero ante la limitante del tiempo 
la Rama Judicial agradece a los señores Senadores 
esta invitación que permite exponer algunas ideas 
o conceptos sobre el Plan Nacional de Desarrollo.

En ese plan se habla constantemente de reducir 
la congestión judicial, de facilitar el acceso a 
la justicia, pero no se contemplan estrategias 
tendientes a resolver el equilibrio entre oferta 
y demanda que según estudios de la Unidad de 
Desarrollo y Análisis Estadístico del Consejo 
Superior de la Judicatura implica la creación de 
una gran cantidad de despachos judiciales.

Pues mientras no se afronte esta situación de 
manera radical, los restantes esfuerzos a la postre 
resultan insuficientes ante el crecimiento de 
conflictos y déficit, y de la cantidad de jueces para 
atender las necesidades de la población.

En el Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama 
Judicial en el numeral 3.4 o pilar estratégico de 
transformación de la arquitectura organizacional 
se indica que este plan se articula con el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022 que busca 
entre otros objetivos modelos de oferta la atención 
de justicia y especialmente impulsar medidas de 
descongestión y ampliación de la cobertura.

A su vez en las bases del Plan Nacional de 
Desarrollo se dice Minjusticia y la Rama Judicial 
proveerá, promoverán e implementar medidas de 
descongestión o ampliación de la oferta judicial, 
principalmente en acciones de tutela y demás que 
prioricen el Consejo Superior de la Judicatura.

Entonces pues se aprecia que los planes avanzan 
en el mismo sentido por lo que sólo resta armonizar 
dichas finalidades, descongestión y ampliación de 
la oferta judicial en un artículo específico del Plan 
Nacional de Desarrollo que es la propuesta que se 
hace para que sea considerada y estudiada por los 
señores congresistas y que no se oponen a lo que 
nos acaba de decir, al acuerdo que ha llegado el 
Consejo de Estado o del Ministerio de Justicia y 
la Dirección Nacional de Planeación.

Además el principio séptimo básico de las 
Naciones Unidas relativo a la independencia de 
la Judicatura establece que “cada Estado miembro 
proporcionará recursos adecuados para que 
la Judicatura pueda desempeñar debidamente 
sus funciones” es sabido que la verdadera 
independencia y autonomía judicial no son plenas 
mientras no se garantice la autonomía presupuestal 
de la Rama Judicial o sea los recursos suficientes 
para atender la creciente demanda de justicia a 
nivel nacional.

No sé si debe ser así pero se considera que 
este es el momento histórico y oportuno, señores 
parlamentarios, señora Ministra de Justicia para 
incluir en la normativa un artículo que desarrolla 
el mandato constitucional de conferir a la 
Rama Judicial autonomía presupuestal y que el 
Gobierno y el legislativo atiendan adecuadamente 
el funcionamiento de la justicia formal.

La jurisdicción de acuerdo con el tope que 
establece el Gobierno cuenta con las partidas 
para su actual funcionamiento, se contemplan 
recursos adicionales que permitan disminuir 
el déficit de la oferta judicial, lo que origina un 
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distanciamiento con los objetivos que se proponen 
en el Plan Nacional de Desarrollo como son la 
descongestión judicial, la ampliación de la oferta 
y el acceso a la justicia en el entendido de que no 
basta formular una denuncia, una demanda, sino 
que es indispensable resolver el asunto mediante 
una providencia de fondo, una sentencia, y que ese 
fallo se ejecute o se materialice principalmente 
restableciendo los derechos de las víctimas.

Hoy los jueces tienen una excesiva cantidad de 
procesos, laboran más de ocho horas diarias para 
poder disminuir altos inventarios, por ejemplo, hay 
funcionarios que tienen más de 1000 expedientes 
por lo que resulta indispensable que en Colombia 
los servidores judiciales tengan una carta razonable, 
conforme los estándares internacionales como 
los indicados por la OCDE de 19 jueces por cada 
100.000 habitantes, mientras que en nuestro país 
apenas llegan a 11 por cada 100.000 habitantes.

No obstante que el Consejo Superior de la 
Judicatura está derogando con el Ministerio de 
Justicia sus diferentes puntos que interesan al sector 
y hay conciencia con una política integral que ya 
tiene la prevención del delito, los únicos puntos en 
que ha habido consenso con el Departamento de 
Planeación son los relacionados con la inclusión 
de la justicia restaurativa, la descongestión y el 
aumento de la fuerza de justicia, temas que fueron 
incorporados en las bases del Plan Nacional de 
Desarrollo y ahora por los temas que ha hecho 
referencia la señora Presidente del Consejo de 
Estado, sino que también se debe señalar que el 
Ministerio de Justicia formará y capacitará a los 
operadores de justicia en materia de mecanismos 
de resolución de conflictos, pero no se dijo nada 
de la justicia restaurativa por lo que se propone 
que se indique que el Ministerio de Justicia 
formará y capacitará a los operadores de justicia 
en materia de justicia restaurativa e igualmente se 
dice que el Plan Nacional, que el Plan Decenal 
de Justicia debe armonizarse con el Plan Nacional 
de Desarrollo cuando debe ser lo contrario, que el 
Plan Nacional de Desarrollo en lo que se refiere 
a la justicia se armonice con el Plan Decenal 
de Justicia, en síntesis la transformación de la 
Rama Judicial implica que en el Plan Nacional de 
Desarrollo queden plasmadas las acciones y los 
recursos suficientes para equilibrar la demanda 
con la oferta y así se atiendan las necesidades de 
la justicia restaurativa.

Con relación al artículo 87 que habla de la 
validación biométrica, el Consejo Superior de 
la Judicatura está de acuerdo con ello, pero 
obviamente deben suministrarse los recursos 
necesarios por parte del Gobierno nacional que 
permita su implementación de los 5.444 despachos.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
a la doctora Gloria María Borrero Restrepo, 
Ministra de Justicia y del Derecho:

Señor Presidente buenos días, señores 
Senadores buenos días, qué gusto volver a 

estar aquí con ustedes, voy a hacer una rápida 
presentación en siete minutos sobre el tema de 
justicia en el Plan Nacional de Desarrollo, tengo 
una presentación que se las puedo dejar a ustedes, 
pero me la pueden ayudar a pasar, sería importante.

El sistema de justicia es el único sistema que 
debe tener una lectura diferente en el Plan de 
Desarrollo, como es de conocimiento de ustedes 
en el plan de desarrollo está lo que le corresponde 
en materia de justicia al ejecutivo y como anexo 
se incluye el plan sectorial de justicia en la 
Rama Judicial que tiene dos formas parecidas de 
elaboración y de consulta de las bases que hacen 
parte del texto del Plan Nacional de Desarrollo.

Entonces ustedes van a ver unas bases del plan 
y un articulado donde básicamente está volcada 
es la función, las inversiones y los proyectos 
del ejecutivo en el plan de desarrollo que se 
complementa con el anexo de la Rama Judicial.

En reuniones que he sostenido ya con varias 
Cortes y con el Consejo Superior de la Judicatura 
quedamos en que se va a incluir una modificación 
al artículo segundo para que se haga si ustedes lo 
tienen a bien en la ponencia para primer debate 
para que se incluya el anexo como parte integral 
del plan que hace parte por disposición de la ley, 
entonces esta lectura es una lectura comprensiva 
de todo el Sector Justicia.

En el pacto por la legalidad que es el primer 
pilar del Plan Nacional de Desarrollo están todas 
las metas que buscamos desde el ejecutivo para 
fortalecer lo que nos corresponde, entonces como 
primer objetivo es implementar la política integral 
de lucha contra las drogas que la conocemos ya 
como ruta a futuro que fue presentada a principios 
de diciembre y que tiene varios pilares desde la 
promoción del tratamiento del consumo, la lucha 
contra la criminalidad, en toda la intervención de 
la cadena productiva de drogas, tiene de manera 
transversal el tema del desarrollo territorial en 
esos sitios donde hay cultivos ilícitos, entonces 
como ustedes saben el Ministerio de Justicia 
es el coordinador del Consejo Nacional de 
Estupefacientes y nos corresponde el seguimiento 
a toda la política.

Entonces en el Ministerio vamos a fortalecer 
esa instancia de seguimiento a la política de lucha 
contra las drogas, ruta futura del Ministerio; el otro 
gran objetivo es el acceso a la justicia local y rural 
y desarrollo integral de los medios alternativos de 
resolución de conflictos.

Las grandes metas son elevar a un 50% 
el porcentaje de las necesidades jurídicas 
insatisfechas, formular en todas las 
caracterizaciones de los municipios un modelo 
de justicia que esté acorde con las necesidades 
de los ciudadanos y atender cerca de 1.400.000 
conflictos a través de los medios alternativos de 
resolución de conflictos.

En este modelo de justicia local y rural, está 
incluida toda la atención de los conflictos de la 
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tierra, ustedes saben que está en el Congreso 
una iniciativa de una especialidad agraria y 
adicionalmente en el plan de estabilización está 
el fortalecimiento de los conciliadores agrarios, o 
sea, vamos a fortalecer la oferta del Estado para 
poder resolver todos los conflictos relacionados 
con la tierra, incluido el tema de la formalización 
de predios urbanos que le corresponde a la 
Superintendencia de Notariado y Registro.

Adicionalmente, está implementar el 
expediente digital para toda la oferta de justicia 
ejecutiva, vamos a fortalecer el tema digital y 
vamos a colaborar con el Consejo Superior de la 
Judicatura en la senda hacia la digitalización de la 
justicia.

Ya firmamos un memorando de entendimiento 
con todas las cortes y con el Consejo y estamos 
en la digitalización de ese procedimiento y vamos 
en estos cuatro años progresando hasta llegar al 
expediente digital.

Aquí nos articulamos con ese objetivo que tiene 
el plan sectorial de justicia que es la digitalización 
de toda la Rama Judicial, entonces ahí debemos ir 
de manera coordinada.

La Defensa Jurídica del Estado como ustedes 
saben que tenemos casi 350.000 procesos en 
contra del Estado en este momento y tenemos 
deudas por sentencia cerca del 7.5 casi 8 billones 
de pesos con intereses en deudas por sentencias, 
en el articulado va a una solución para convertir 
esas deudas en TES, pues es un gran pasivo que 
tiene la nación.

Adicionalmente, vamos a fortalecer a través de 
una reforma para la defensa del Estado que vamos 
a traer a consideración de ustedes lo más probable 
en el mes de marzo de la mano con el Consejo 
de Estado en la reforma al Código Contencioso 
Administrativo.

El otro gran propósito del plan de desarrollo de 
lo que tiene que ver con la justicia administrativa, 
es el tema penitenciario y carcelario; igualmente 
en diciembre presentamos el plan de cárceles, de 
humanización y de transformación del sistema, 
no lo vamos a solucionar en este cuatrienio, pero 
esperamos dejarlo en una senda de solución.

En términos generales vamos a construir cerca 
de 15.000 cupos carcelarios, la solución definitiva 
del problema de cupos le vale al Estado cerca de 
14 billones de pesos, solamente vamos a invertir 
por posibilidades económicas 1.2 billones de 
pesos en este cuatrienio para la construcción de 
esos cupos, para un plan de choque que vamos a 
utilizar una infraestructura modular para poder 
aliviar el hacinamiento carcelario en los sitios 
donde más grave está la situación.

Asimismo, estamos impulsando todo el tema 
de resocialización y de humanización, vamos 
a fortalecer los acuerdos con el Sena, con 
universidades, y vamos en las nuevas cárceles a 
montar verdadera infraestructura carcelaria.

Adicionalmente, tenemos el reto de trabajar 
en la racionalización de una política criminal 
coherente y para eso estamos trabajando y 
esperamos en el año entrante 2020 presentarles una 
revisión integral del nuevo Código Penal y de las 
penas para poder hacerlas coherentes con los tipos 
penales y con unos procesos de despenalización 
que estamos estudiando.

Esos son como las seis grandes metas del plan 
de desarrollo en lo que tiene que ver con la Rama 
Ejecutiva, en el pacto por el emprendimiento 
y la productividad tenemos un objetivo que es 
disminuir la regulación y trámites para un ambiente 
competitivo y ahí juega un papel fundamental 
el sector justicia, como ustedes saben estamos 
tramitando un proyecto que ustedes aprobaron 
el año pasado que lideró aquí el doctor Enríquez 
Maya de racionalización normativa que va para 
tercer debate y donde saldrían del ordenamiento 
jurídico cerca de 12.000 normas.

Esperamos darle trámite en esta legislatura 
ordinaria que se inicia, vamos a fortalecer el 
sistema único de información normativa, el SUIN 
y en el pacto por la equidad también el ministerio, 
el sector justicia tiene metas que lograr porque 
realmente el empoderamiento legal de las clases 
menos favorecidas es muy importante para la 
lucha contra la pobreza.

Para recordarles que el plan sectorial para la 
Rama Judicial tiene estos objetivos, modernización 
tecnológica y transformación digital que va 
de la mano de la digitalización de la justicia, la 
modernización de la infraestructura judicial y 
la seguridad, la carrera judicial, desarrollo del 
talento humano y gestión de conocimiento, la 
transformación de la arquitectura organizacional, 
una justicia cercana al ciudadano y comunicación 
donde también nos articulamos nosotros con ellos, 
con ese modelo de justicia plural, la calidad de la 
justicia y el tema anticorrupción y transparencia.

En términos generales porque se me acabó el 
tiempo esto es lo que tiene el plan de intenciones, 
en la presentación que les dejo está más detallado 
cada uno de los objetivos, de las metas y de los 
recursos.

Con la venia de la Presidencia y del orador, 
interpela el honorable Senador Julián Gallo 
Cubillos:

Gracias señor Presidente, tres cositas muy 
rápidas, la primera quiero comenzar antes 
de hacerle la pregunta a la señora Ministra, 
lamentando aquí entre mis compañeros de la 
Comisión Primera y por supuesto los funcionarios 
del Gobierno una situación que se viene 
presentando en el departamento del Tolima.

En lo que va corrido de este mes han sido asesinados 
tres militantes de la fuerza alternativa revolucionaria 
del común incluidos dos que fueron asesinados hace 
apenas 24 horas, el joven John Ramos Turriago de 18 
años, militante de nuestro partido al igual que Heber 
Adrián Valencia, igualmente militante del partido, 
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un joven también de 23 años recién vinculados a las 
filas de nuestro partido y quienes venían cumpliendo 
el papel de líderes aquí en la región de Planadas dos 
semanas antes y eran parte de una comisión desde el 
día de la Junta de Acción Comunal.

Dos semanas atrás Agustín Sánchez González, 
un excombatiente de las FARC que había salido 
de la cárcel fue igualmente asesinado en la vereda 
San Isidro, de manera que quiero aprovechar 
cada paso la presencia de la Ministra del Interior 
y del señor Director de la Unidad Nacional de 
Protección para establecer esta inquietud que 
no es nueva sino que sobrepasa ya la suma de 
85 integrantes de nuestro partido que han sido 
asesinados en los dos últimos años.

Dicho esto señora ministra quisiera conocer 
su opinión respecto a la tarea que le entrega el 
Plan Nacional de Desarrollo en el capítulo tres 
de coordinación al Ministerio de Defensa y al 
Ministerio de Justicia con relación al tratamiento 
del problema de los cultivos ilícitos y de la oferta de 
estupefacientes en el sentido de que el tratamiento 
penal diferencial que se le debe dar a los cerca de 
130.000 familias de colombianos y colombianas 
que firmaron el compromiso con el Estado para el 
programa nacional integral de sustitución de cultivos 
y que en cumplimiento de los acuerdos de La Habana 
deben ser incorporados ese plan de desarrollo según 
el plan marco de implementación ¿qué política o cuál 
es la propuesta del Ministerio de Justicia para que 
ese tratamiento penal sea incorporado el desarrollo 
de los próximos cuatro años?

Y finalmente para terminar señor Presidente 
solicitarle después de escuchar a los funcionarios 
la posibilidad de que nos declaremos por unos 
minutos en sesión informal, y aquí presento un 
delegado de los campesinos que quisiera hacer 
una intervención respecto a las carencias que tiene 
el Plan Nacional de Desarrollo con respecto a este 
importante sector social en nuestro país.

Gracias señor Presidente.
Recobra el uso de la palabra la doctora 

Gloria María Borrero Restrepo, Ministra de 
Justicia y del Derecho:

Rápidamente senador, el proyecto de ley que 
ustedes presentaron está exactamente en esta 
semana en estudio en el Ministerio de Justicia 
y con el Ministerio del Interior para tomar una 
decisión al respecto y también fue presentado 
uno por el Ministro Gil, el anterior entonces 
estamos revisando los dos proyectos para tomar 
una decisión con respecto a eso en la agenda 
legislativa.

Entonces no puedo adelantar una conclusión 
por lo que está en consulta en los dos ministerios.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la doctora Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, 
Ministra del Interior:

Gracias señor Presidente, buenos días 
Presidente señoras y señores Senadores, 

miembros de la Comisión Primera, señora 
Ministra de Justicia, señor Presidente el Consejo 
Superior de la Judicatura, Presidente del Consejo 
Nacional Electoral, señor General Director del 
Inpec, Director de la UNP, me alegra mucho estar 
nuevamente aquí en la Comisión Primera del 
Senado prendiendo motores para lo que será la 
próxima legislatura ahora en el mes de marzo.

El tema que nos convoca pues es definitivamente 
el análisis de nuestro sector dentro del Plan 
Nacional de Desarrollo que como ustedes saben 
es un llamado a hacer un pacto por Colombia 
buscando un pacto por la equidad, tiene tres ejes 
fundamentales el plan de desarrollo que ha sido 
presentado.

Ese pacto por Colombia, que tiene también 
un pacto, que tiene tres que son fundamentales la 
legalidad, el entendimiento y la equidad que es 
el fin último que se busca con una serie de actos 
transversales que lleva pues al cumplimiento de 
la Constitución y la ley a buscar mecanismos 
de reactivación económica, de fomentar el 
crecimiento económico del país, de mejorar las 
cifras del empleo y de conseguir más oportunidades 
para las personas que tienen mayores dificultades 
para encontrar esos espacios para mejorar sus 
condiciones de vida.

En últimas ese tema final de la equidad, de la 
búsqueda de la equidad, llevada a concentrar el 
esfuerzo grande en una lucha contra la pobreza, hay 
unas letras finales que terminarían beneficiando 
a cerca de 5 millones de personas que están en 
condiciones de pobreza extrema o de pobreza de 
acuerdo con los indicadores que tiene el Estado 
colombiano y que precisamente busca mejorar esa 
calidad de vida con ocasión y en acceso a servicios 
públicos, y buscando sobre todo reitero, mejorar 
las oportunidades.

En el tema de competencia de la Comisión 
Primera y en el que nos movemos los Ministerios 
de Justicia, Cancillería, Defensa e Interior, esta 
nuestro pacto por la legalidad que pretende una 
seguridad efectiva, una justicia transparente y 
oportuna, para tener una democracia con libertad.

Y esos son los pilares fundamentales dentro 
de los cuales nos movemos, el primer tema 
efectivamente el de seguridad como autoridad y 
orden para la libertad tiene un componente que 
es el pacto por la vida, protección a personas y 
comunidades en riesgo, y en esto si bien ya ha 
pedido el Senador Lozada una respuesta para las 
inquietudes y preguntas que ha traído en el día 
de hoy quiero contarles algo que tiene que ver 
con el plan de acción oportuna para la protección 
de líderes sociales, comunales, defensores de 
derechos humanos y periodistas.

Desde antes de la posición del Gobierno 
nacional encontramos a través de los medios 
de comunicación la presentación de una crítica 
situación de lo que estaba ocurriendo con el 
homicidio y amenaza a líderes sociales comunales, 
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periodistas, defensores de derechos humanos, 
estuvimos con el Presidente Iván Duque en la 
Defensoría del Pueblo y allí el defensor nos dio su 
visión y el escenario de lo que se presentaba.

Fue entonces como surgió la tarea en cabeza 
del Ministerio del Interior para realizar las 
acciones, encontramos una sobreinstitucionalidad, 
encontramos además una serie de choques internos 
entre las entidades del Estado, no solamente 
gobierno sino del Estado y por eso planteamos un 
plan de acción con una estructura en cabeza del 
Presidente de la República con la participación de 
los ministros, los consejeros presidenciales que 
tienen que ver con temas de derechos humanos, el 
comisionado para la paz y el de la estabilización y 
cubrimiento del acuerdo de La Habana.

Adicionalmente con participación e invitación 
permanente de la Defensoría del Pueblo, de la 
Procuraduría General y de la Fiscalía General de 
la Nación y de los altos mandos militares y de 
policía con el fin de tener una visión unificada y 
poder salir a buscar una política pública integral 
de la mano de los organismos internacionales, las 
plataformas de derechos humanos, la social civil 
en general y las entidades territoriales.

En ese plan de acción hemos venido trabajando 
activamente, ya hemos recorrido 15 sitios 
como respuesta a las alertas tempranas de la 
Defensoría del Pueblo, o a la solicitud de alcaldes 
y gobernadores participando en comisiones de 
derechos humanos e inclusive por el llamado del 
comisionado de paz para estar presentes en los 
comités o en la Comisión Territorial, la Comisión 
Nacional de Garantías, subcomisión a nivel 
territorial.

Este tema y el plan de acción oportuna 
protección espera poder tener una acción 
permanente durante los cuatro años de gobierno 
como un eje articulador de las entidades del Estado, 
es decir, el nivel nacional, el nivel departamental 
y el nivel municipal y tener una respuesta ante la 
comunidad civil cuando se refiere a las acciones y 
una respuesta efectiva a las alertas tempranas.

Aquí voy a hacer un paréntesis muy grande 
porque sé que es de la mayor importancia para la 
Comisión y es la situación de la Unidad Nacional 
de Protección, la Unidad Nacional de Protección 
como ustedes saben es un organismo que se creó 
específicamente para garantizar la protección de 
aquellas personas que se encuentran en un nivel 
de riesgo.

Se toman decisiones bien sea de protección 
colectiva o de protección individual, estamos 
enviando al señor Ministro de Hacienda una 
carta entonces se describe la situación de la 
unidad de protección ya que se presenta un déficit 
presupuestal, desde el pasado mes o comienzos del 
año 2018 el entonces Gobierno nacional Director 
de Protección y Ministerio del Interior presentaron 
un presupuesto, un anteproyecto de presupuesto 

que generaba una visión de lo que podía ser el 
costo de la Unidad Nacional de Protección.

Sin embargo, cuando llegó el proyecto de 
presupuesto al Congreso de la República venía 
desfinanciado en cerca de 200.000 millones de 
pesos, como ustedes saben, que como nosotros 
como Gobierno nacional y el presupuesto ya está 
presentado al Congreso, el monto fue aprobado 
la cifra de la Unidad Nacional de Protección fue 
aprobada de manera deficitaria.

Razón por la cual a finales del año pasado 
2018 se vio en bastantes dificultades la unidad de 
protección para poder garantizar los contratos con 
el fin último de la entidad que garantizar hombres 
de seguridad, carros blindados, esquemas de 
protección individual o colectiva.

A la fecha tenemos una situación tan compleja 
para este año 2019 y es que los recursos están 
garantizados hasta el 10 de julio del año 2019 y nos 
encontramos en un déficit presupuestal cercano a 
los 300.000 millones de pesos, teniendo en cuenta 
que hay una diferencia en el presupuesto asignado 
frente a lo requerido y 180.000 millones de pesos.

De igual manera el déficit para gastos generales 
como viáticos combustibles y en razón a que hay 
un crecimiento de las medidas de protección 
tenemos a la fecha una cifra de personas protegidas 
por encima de 5.400 personas de las cuales 4.200 
corresponden a la caracterización de líderes 
sociales comunales o defensores de derechos 
humanos.

Y con este crecimiento ya no más para lo 
corrido del año 2019 tenemos director, una 
solicitud cercana a 5.000 solicitudes en lo que va 
corrido del año 2019 y fuera de ello la posibilidad 
o la necesidad también de las elecciones que se 
avecinan para el mes de octubre donde se prevé 
que puede haber una cifra cercana a 120.000 o 
130.000 candidatos, muchos de los cuales estarán 
pidiendo protección.

Un sistema de legalidad, del pacto por la 
legalidad y las acciones del ministerio pasan por 
las funciones establecidas en los temas de derechos 
humanos, y en los temas de comunidades étnicas 
que tiene un capítulo muy importante en este Plan 
Nacional de Desarrollo, es la primera vez que un 
plan nacional consiguió un capítulo especial para 
comunidades étnicas.

Logramos cerrar consulta previa con las 
comunidades indígenas, con las comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales y Palenqueras y 
llegamos a unos acuerdos con estas comunidades 
trabajando de la mano con Planeación Nacional, 
con unas inversiones para mejorar la equidad del 
manejo de estas comunidades, garantizando sus 
derechos y sus condiciones diferenciales para el 
indígena con una cifra cercana a los 10 billones 
de pesos para sus próximos cuatro años, y para 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales 
y palenqueras cercana a los 19 billones de pesos, 
esos son de verdad logros muy importantes de un 
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trabajo mancomunado con Planeación Nacional 
y con las comunidades étnicas durante los cuatro 
meses del año pasado y con un cierre al mes de 
febrero de este año.

Nuevamente hago énfasis en los temas de la 
Unidad Nacional de Protección porque es cruzar 
el mayor problema que se presenta para el sector 
del Ministerio del Interior dentro de este pacto por 
la legalidad.

Gracias Presidente.
La Presidencia solicita a la Secretaría informar 

qué quórum se ha registrado en la comisión.
La Secretaría informa que ha constituido 

quórum decisorio.
La Presidencia cierra la discusión del Orden 

del Día y sometido a votación es aprobado por 
unanimidad.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Rodrigo Lara Restrepo:

El Orden del Día trae una larga lista de 
intervinientes en el día de hoy lo cual nos permite 
escuchar al gobierno, a la rama judicial, tener un 
panorama global y liberal de este plan de desarrollo, 
sin embargo, señor Presidente si nosotros los 
parlamentarios intervenimos al final de pronto 
perdemos la oportunidad de hacerle preguntas 
al Gobierno nacional o increpar determinados 
puntos aquí expuestos por los intervinientes.

Por ejemplo en materia de justicia yo creo 
que nos asisten varias preguntas, me parece que 
este es el espacio natural para poder intercambiar 
esas opiniones y preguntas con los respectivos 
funcionarios, entonces señor Presidente con 
mucho respeto yo sugiero que abramos la 
discusión cuando lo soliciten los parlamentarios.

Porque si lo hacemos al final pues no estarán 
posiblemente los funcionarios respectivos que 
puedan aclararnos esas dudas.

Gracias Presidente.
La Presidencia interviene para un punto de 

orden:
A usted señor senador, yo acudo a la generosidad 

de los colegas con la finalidad de atender la 
pertinente recomendación del señor Senador 
Lara Restrepo, sino terminamos hoy continuamos 
mañana porque estoy de acuerdo con su señoría 
en que esto es muy importante y por supuesto 
las preguntas también fortalecen el conocimiento 
sobre el Plan Nacional de Desarrollo.

Entonces señores senadores en lo posible 
podemos nosotros gastar el tiempo que sea 
necesario y si no alcanzamos continuaríamos el 
día de mañana, Senador Lara.

Recobra el uso de la palabra el honorable 
Senador Rodrigo Lara Restrepo:

Gracias Presidente yo quisiera elevar las 
siguientes preguntas a la señora Ministra de 
Justicia, ¿por qué no se incluye en las bases del 

plan el plan sectorial de la Rama Judicial o no se 
hace una referencia expresa al mismo?, en segundo 
lugar ¿qué motiva o que lleva a la derogatoria del 
artículo 92 de la Ley 617? Y en tercer lugar quisiera 
saber señora Ministra de Justicia los motivos o la 
justificación del gobierno para incluir el artículo 
48 sobre el cálculo de valores en UVT, ¿qué lleva 
o qué motiva al gobierno para hacer este cambio? 
Pasar básicamente los cobros, sanciones, multas, 
de salarios mínimos a UVT y qué impacto puede 
tener esto en el Código de Policía en la aplicación 
de las sanciones administrativas de policía en las 
sanciones que aplique la rama judicial.

Gracias señora Ministra.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 

la doctora Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, 
Ministra del Interior:

Senador con respecto a su primera pregunta 
rápidamente el plan sectorial de la Rama Judicial 
como lo dice la ley del plan y como lo dice la ley 
estatutaria de la administración de justicia tiene 
que anexarse al plan, no incorporarse al plan.

Lo que hemos hecho este año es que ha habido 
una articulación con el Consejo Superior de la 
Judicatura para que se puedan armonizar las dos 
cosas o sea, estamos escupiendo como dice la ley 
que es un anexo y estamos haciendo un esfuerzo 
por la armonización para la búsqueda de unos 
objetivos comunes.

Y adicionalmente estamos tratando de que 
el Plan Nacional de Justicia que fue aprobado 
en el anterior plan de desarrollo pueda también 
armonizarse con este plan, y en esa armonización 
es que vamos a construir como esos puentes 
comunes entre uno y otro hacia objetivos comunes, 
pero esa es una función que le corresponde a ese 
comité del plan nacional que fue creado por el 
plan de desarrollo anterior.

En la respuesta a las dos preguntas de los 
artículos se la voy a dejar a la doctora Gloria 
Alonso que ella es la que tiene la respuesta.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
a la doctora Gloria Amparo Alonso Másmela 
Directora Nacional de Planeación Nacional:

Bueno, yo aprovecho para saludarlos a todos, 
buenos días Presidente, buenos días ministras, 
compañeros de gobierno, y por supuesto senadores, 
Senador Lara contestó rápidamente las preguntas 
a la Ministra del Interior, el tema de la UVT en 
realidad lo que queremos es para mentalizar todos 
los costos que en temas de tasas, multas, tiene o 
que de alguna manera está a cargo del Estado.

Hoy en día como la norma está expresada 
en salarios mínimos el costo puede ser incluso 
muy por encima de la inflación, la forma de 
estandarizar es que sea en UVT todos los costos 
deberán quedar reflejados en esa medida estándar 
y garantizamos además que en términos de alguna 
manera de cargas financieras sobre el Estado pues 
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realmente queda todo expresado en las mismas 
unidades.

Esa es la propuesta que está planteada en uno 
de los artículos de la ley del plan, sobre la solicitud 
que ha hecho el sector y la rama del sector en 
cuanto a suprimir el artículo, más bien que la 617 
no le aplique el techo al gasto el sector más que el 
techo de gasto tiene que ver con el exceso con la 
necesidad de nómina de jueces por ejemplo que 
tiene la rama.

Entonces en la medida en que están regidos 
por un techo de gasto que es lo que les impone 
la 617 nunca van a poder actualizar su planta, 
particularmente tiene que ver con jueces, 
obviamente siempre tiene que cumplir con el techo 
de gasto, esto tiene implicaciones presupuestales, 
claro que sí pero también tiene implicaciones en 
términos que además le aplican muchas de las 
entidades del Estado, la Procuraduría, la fiscalía, 
mucha de su contratación está hecha con contratos 
de prestación de servicios porque la 617 no les 
permite ampliar la planta de personal por ponerlo 
de esa manera.

Tiene que cumplir con el techo de gasto que 
le, con el Presupuesto General de la Nación, tiene 
que cumplirlo pero una forma de formalizar toda 
esa planta que hoy en día está como contratos de 
prestación de servicio es con este artículo que 
les permite de alguna manera obviar la Ley 617 
para formalizar muchas de las personas que hoy 
en día laboran en las ramas o como les digo, está 
solicitado por la Procuraduría, por la Contraloría, 
por varios del Estado que están operando por 
contratos de prestación de servicios porque no 
pueden organizar su planta de personal porque la 
Ley 617 se los prohíbe.

Esa es la explicación que hay detrás de este 
artículo.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Rodrigo Lara Restrepo:

Pues Presidente yo entiendo básicamente su 
propósito de parametrizar en sus términos señora 
Directora que usted ha estudiado las multas 
como cargas excepciones, pero no es esto una 
manera de modificar con un solo artículo las 
sanciones y multas, el valor de las sanciones y 
multas previstas por el Congreso de la República 
consignadas en el Código Penal, en las diferentes 
normas de naturaleza administrativa, en el Código 
Administrativo.

Esto es un cambio muy profundo, tan pronto 
las consecuencias señora Ministra de Justicia, el 
impacto que esto pueda tener sobre la legislación 
en general, porque aquí se han hecho las multas 
como las sanciones y las tasas básicamente 
pensando en el valor de cada una de estas en 
términos de salario mínimo, entonces es un 
cambio muy profundo y de pronto puede llegar 
esta es a ordenar la aplicación misma de la norma 
y de la ley.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
a la doctora Gloria Amparo Alonso Másmela, 
Directora Nacional de Planeación Nacional:

Senador precisamente veníamos comentando 
con la ministra el alcance, lo estamos cuantificando 
precisamente estuvimos en reunión con el Consejo 
de Estado, nos hicieron esa misma consulta y lo 
que estamos es trabajando en ver cuáles son las 
implicaciones en términos más es hacia este tema 
jurídico de las implicaciones para el Consejo de 
Estado y para la rama, estamos terminando la 
cuantificación con la ministra y con el sector.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Pablo Elías González Maury, Director 
Unidad Nacional para la Protección:

Buenos días señor Presidente, señoras 
Ministras, y demás funcionarios del gobierno y 
del Estado, la Unidad Nacional de Protección en 
el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 está 
inmersa en tres partes, en el pacto por la legalidad 
que establece las bases para la protección de la 
libertades individuales y colectivas, para el imperio 
de la ley y garantía de los derechos humanos.

Ese pacto se encuentra inmerso en el pacto por la 
vida y ahí estamos dando protección de naturaleza 
individual, ya hablaba la señora Ministra de 
7.200 personas más o menos, y estamos hablando 
también de protección de naturaleza colectiva.

Esta protección colectiva es de 38, en este 
momento asciende a 38 que están protegidos por 
la unidad de las cuales 16 comunidades indígenas, 
14 comunidades negras, y ocho comunidades 
campesinas, y tenemos una gran cantidad de 
solicitudes para la protección colectiva.

También estamos ubicados entonces, en el 
pacto por la equidad de oportunidades para 
grupos indígenas, comunidades negras, afro, 
raizales, palenqueras y Rom, por otro lado en el 
pacto por la equidad de las mujeres se encuentra 
inmersa dentro de la línea de fortalecimiento de la 
institucionalidad de género y equidad de género 
de las mujeres en la construcción de paz.

Para dar cumplimiento a las funciones 
asignadas a la Unidad Nacional de Protección, 
el Ministerio del Interior viene diseñando junto 
con la UNP una plataforma de alerta que permita 
atender de manera oportuna los momentos 
críticos de violencia y victimización potenciando 
instrumentos tecnológicos que fortalezcan la 
capacidad de reacción de la institucionalidad 
en la prevención de hechos victimizantes sobre 
violaciones a los derechos de personas, sectores y 
comunidades en el territorio.

Para ello se plantea la necesidad de aumentar la 
planta de personal para el proceso de evaluación del 
riesgo que es donde existen mayores dificultades 
por el volumen de casos que se presentan y la 
necesidad de dar una respuesta mucho más rápida 
a las necesidades de protección.
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Adelantar los ajustes normativos necesarios 
para eliminar barreras en el proceso de evaluación 
de riesgo, o aumentar la periodicidad con que 
se reúnen los colectivos en las regiones, hemos 
desarrollado ya varios este año y diseñar e 
impartir capacitación ese medidas de protección 
colectivas.

El gran problema que tenemos en este momento 
es el presupuestal como lo informa la señora 
Ministra que tenemos un déficit presupuestal 
para terminar el año de aproximadamente 
300.000 millones de pesos, de no realizarse 
una adición presupuestal en ese sentido por 
parte del Congreso de la República pues nos 
veríamos ante una situación de imposibilidad 
de funcionamiento, entonces es el llamado que 
se hace fundamentalmente porque además y 
lamentando los hechos que se han presentado 
con el Partido Farc de la eliminación física de 
tres líderes sociales que habla el Senador Lozada, 
pues aquí funciona la subdirección especializada 
que se creó precisamente producto de los 
acuerdos de paz en La Habana y esta subdirección 
especializada requiere bastante protección de 
bastantes esquemas, estamos hablando de 1.200 
escoltas y además del número de escoltas pues de 
ellos hay aproximadamente de 800 reinsertados 
de la misma Farc y un número bastante alto de 
protegidos.

Por esa razón pues se requiere que el Congreso 
de la República garantice para el funcionamiento 
de la unidad los recursos necesarios, y pues en que 
todos muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al doctor Heriberto Sanabria Astudillo, 
Presidente del Consejo Nacional Electoral:

Gracias Presidente, con el cordial saludo a 
las Ministras del Interior y de Justicia, al señor 
Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, 
el Director de la DNP, al señor General Director 
del Inpec, señora Directora muchas gracias, a los 
honorables senadores de la República muchas 
gracias por esta oportunidad.

El Consejo Nacional Electoral es una entidad 
creada en el artículo 264 y 265 de la Constitución 
Nacional, consagrada como una entidad con 
autonomía presupuestal y administrativa; 
infortunadamente esa autonomía presupuestal y 
administrativa pues no es real, no es efectiva, no 
la tiene en este momento.

Frente al Plan Nacional de Desarrollo, Pacto 
por Colombia, Pacto por la Equidad, el Consejo 
Nacional Electoral celebra las disposiciones 
establecidas en los artículos 87, 92, 93 y 94 
en lo pertinente a la validación geométrica, a 
la transformación digital pública, al gobierno 
digital como política de gestión del desempeño 
institucional, el sistema de estadística nacional.

Pero solicitamos señora Directora de Planeación 
que en esas disposiciones se incluya al Consejo 
Nacional Electoral, porque está concebido como 

una política muy hacia la rama ejecutiva y hacia 
algunas cortes en particular y en especial, sobre 
todo en el expediente digital.

El proceso electoral colombiano se desarrolla 
en dos etapas, la primera etapa la desarrolla la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, que es 
quien se encarga de hacer toda la parte logística, 
la designación de jurados, la definición de mesas 
o puestos electorales, la impresión de tarjetones, 
hasta la trasmisión del resultado electoral y el 
anuncio del preconteo el domingo de elecciones.

La parte oficial de entregar el resultado definitivo 
la hace el Consejo Nacional Electoral, lo que el 
domingo de elecciones entrega la Registraduría 
es un pregunté un que no es el resultado oficial; 
el resultado oficial de todo proceso electoral en 
este país lo entrega el Consejo Nacional Electoral 
cuando haya finalizado el escrutinio, escrutinio 
que hoy en día no es un escrutinio confiable.

No es un escrutinio blindado. Por ello hemos 
venido haciéndole un llamado al Gobierno 
nacional de que le entregue al Consejo Nacional 
Electoral no solamente la autonomía presupuestal 
administrativa, como lo consagran los artículos 
264 y 267 de la Constitución, y por eso solicitamos 
se incluya en este plan de desarrollo un artículo que 
hemos diseñado con el Departamento de la Función 
Pública para que se le otorgue al Presidente de la 
República precisas y excepcionales facultades 
para que dote al Consejo Nacional Electoral 
de una estructura administrativa funcional y 
presupuestal acorde a la autonomía consagrada en 
la Constitución Nacional.

Este Consejo Nacional Electoral llama la 
atención no solamente el gobierno del país sino 
del altísimo riesgo que se corre en las elecciones 
del 27 de octubre, si no tenemos un software 
propio; como lo ha establecido del Consejo de 
Estado en reciente sentencia del partido político 
Mira, no es posible que nosotros garantizaremos 
que el proceso de escrutinio sea el más diáfano y 
el más transparente.

Es un proceso que en la actualidad pues es 
vulnerable, pues ser permeable porque nos tenemos 
un software propio, defendemos del software que 
tiene en este momento la Registraduría Nacional 
del Estado Civil, igualmente hemos llamado la 
atención para que se nos otorguen los recursos 
presupuestales necesarios.

No es lógico que este Consejo Nacional 
Electoral haya recibido 7000 cuentas por auditar 
las elecciones 2011-2015 y 2018, nos aprestamos 
a las elecciones más grandes y más importantes 
del país, seguramente 120.000 candidatos 
participarán de este proceso electoral, serán 
120.000 cuentas por auditar y seguramente más 
de 6.000 solicitudes de revocatoria de inscripción 
de candidatos.

Por lo tanto necesitamos fortalecer 
institucionalmente el Consejo Nacional 
Electoral, señoras ministras si no se le entregan 
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al Consejo Nacional Electoral la autonomía y el 
fortalecimiento institucional que se requiere, es 
mejor acabar con el Consejo Nacional Electoral, 
no tiene sentido que esta entidad y esta corporación 
tan importante para la democracia se encuentre en 
el estado en que está en este momento.

No es posible que la declaratoria el Senado de 
la República, que la declaratoria de elección del 
Senado de la República se haga 24 horas antes de 
su posesión el 20 de julio, pero eso es debido al 
proceso arcaico, obsoleto, de escrutinio que tiene 
en este momento el Consejo Nacional Electoral.

No es posible que al día de hoy no tengamos 
tribunales de garantías electorales, establecidas 
en todas las regiones de Colombia que puedan 
identificar el ingreso de recursos ilegales a las 
campañas políticas. Tenemos ya alertas de que 
hay grupos disidentes de las FARC, grupos 
paramilitares, grupos o carteles del narcotráfico 
incluso administraciones públicas incidiendo en 
campañas políticas, pero no tenemos el músculo 
institucional de cómo llegar a todas las regiones 
de Colombia, porque carecemos de los tribunales 
de garantías electorales a tiempo. Siempre se 
instalan a destiempo.

Asimismo hoy tenemos la dificultad de 
hacer el control de la publicidad política que se 
está haciendo anticipadamente en los términos 
que establecen las leyes electorales, tenemos 
en plena marcha el proceso de inscripción de 
cédulas, advertimos el inusitado crecimiento 
comparativo con relación a las elecciones del 
2015 en inscripción de cédulas en ciudades como 
Cúcuta que posiblemente es producto del retorno 
de muchos colombianos o de muchos venezolanos 
a las fronteras.

Pero llama la atención que en ciudades como 
Manizales y Cali hoy tengan disparado del índice 
de inscripción de cédulas con relación al proceso 
electoral del 2015, y no poseemos las herramientas 
ni el músculo institucional para poder enfrentar 
estos procesos de trashumancia.

Asimismo señora Ministra deseamos con 
mucha complacencia que el Gobierno nacional 
nos haya planteado 34.000 millones de pesos de 
los 80.000 millones de pesos que se solicitan, o 
se han solicitado, para poder entregarle al país 
un proceso electoral tranquilo, especialmente el 
proceso que le corresponde al Consejo Nacional 
Electoral como es el proceso de escrutinio y de 
verificación de las elecciones desarrolladas por la 
Registraduría Nacional del Estado Civil.

Acudimos a este Congreso para que se incluya 
en el plan de desarrollo un artículo que le entregue 
al Presidente de la República las facultades para 
darle la autonomía presupuestal y administrativa 
al Consejo Nacional Electoral; de lo contrario, con 
toda honestidad se los digo eliminen esa entidad, 
porque no tiene sentido que una entidad que le 
tenga que pedir hasta un lapicero, un papel a la 
Registraduría Nacional del Estado civil para poder 

funcionar sea hoy la que tenga la responsabilidad 
de escrutar y de certificar el resultado de las 
elecciones en Colombia.

Muchas gracias señor Presidente.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

al honorable Senador Julián Gallo Cubillos:
Gracias Presidente, si yo había pedido antes 

de que hablara el magistrado para hacerle dos 
preguntas una a la Ministra del Interior y otra 
al doctor González Director de la UNP. Para la 
señora ministra, es que en su intervención usted 
nos dice que el Gobierno encontró que había una 
duplicidad de entidades en lo relacionado con 
dar garantías de seguridad a los líderes sociales, 
exguerrilleros en general este complejo problema 
tal vez el más complejo que tenemos en este 
momento luego de la firma de unos acuerdos de 
paz como es esta eliminación sistemática de los 
líderes en las regiones.

Pero en cambio encontramos que en el 
Plan Nacional de Desarrollo lo que se hace es 
triplicar entonces esas instancias, porque ya en 
los Acuerdos de La Habana usted lo sabe señora 
Ministra en el punto tres del fin del conflicto 
se crea una institucionalidad que además es 
un compromiso del Estado sobre la base de un 
diagnóstico sumamente profundo de lo que es 
hoy en día el fenómeno paramilitar y la forma en 
que con una serie de medidas y de mecanismos 
que se crean se puede dar digamos una respuesta 
realmente integral a ese fenómeno y no como 
se viene planteando por parte del Gobierno que 
contempla simplemente medidas de protección 
que debe ser lo último.

Yo tuve la oportunidad de estar hace unas 
tres semanas en una reunión con la doctora 
encargada de la Unidad Especial de Investigación 
de la Fiscalía, entidad creada por los Acuerdos 
de La Habana, y encontramos con que se viene 
haciendo de alguna manera un trabajo juicioso en 
dos o tres casos piloto uno de ellos el asesinato 
de dos camaradas nuestros en la población de 
Peque y tenemos el convencimiento de que si es 
del gobierno y el Estado colombiano se le da una 
visión no solamente de respuesta a través de la 
Unidad Nacional de Protección a este fenómeno 
de los asesinatos y de la persistencia el fenómeno 
paramilitar.

Agregando a esto la posibilidad de un pacto 
político que está contemplado en el mismo, que 
busca precisamente erradicar la violencia y la 
utilización de las armas en política, estaríamos 
encaminándonos de manera certera hacia la 
desactivación de ese fenómeno. Pero se requiere 
señora ministra a nuestro noble entender más 
que medidas de protección voluntad política y 
del Estado para atacar este fenómeno de manera 
estructural.

Que no solamente se exprese la existencia de 
estructuras militares sino también del entramado 
que tienen estas estructuras militares con las 
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economías y legales y con la existencia de grupos 
políticos en las regiones que tienen el control y 
de alguna manera están entroncados con esta 
economía ilegal de estos grupos.

Y para el doctor González la pregunta sería 
qué estimativos tiene la Unidad Nacional de 
Protección, en cuanto a la falta de recursos 
para poder cumplir la tarea que tienen de darles 
protección a los líderes sociales y a los integrantes 
de las FARC-EP.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
a la doctora Gloria María Borrero Restrepo, 
Ministra de Justicia y del Derecho:

Gracias Presidente, ojalá en los próximos días 
pudiéramos tener la oportunidad de ahondar más 
en este tema de la protección de líderes sociales, 
comunales, defensores de derechos sociales y 
periodistas.

Les dije que desde el comienzo encontramos que 
había una sobreinstitucionalidad y efectivamente 
derivadas del Acuerdo de La Habana se crearon 
varias comisiones, comités, que encontramos 
inoperantes, entre otras porque precisamente no 
tenían unas metas claras.

El sistema de alertas tempranas como fue 
diseñado ha sido eje fundamental para este plan 
de acción, entre otras porque le dio a la Defensoría 
del Pueblo una autonomía para efectos de 
clasificar o identificar el riesgo de la población sin 
una caracterización previa que pudiera unificar 
una ruta de trabajo entre las entidades del Estado.

Siempre se ha presentado, desde el 2017, 
cuando se creó un sistema de alertas tempranas, 
una discusión entre la identificación de líderes 
sociales. Nosotros como Gobierno dijimos no nos 
vamos a quedar en esa discusión, porque a lo que 
el Gobierno nacional le interesa es que no haya 
un solo muerto en un país, ojalá ni por homicidios 
comunes, mucho menos de líderes.

Este trabajo se ha orientado a estar en el 
territorio entre enero y febrero, lo que va corrido 
de febrero hemos ido a 15 lugares y hemos ido, 
cuando digo hemos ido es con las entidades 
territoriales, la comunidad internacional, las 
organizaciones sociales de las regiones, las 
autoridades territoriales, para revisar directamente 
en el sitio la problemática.

Lo que pasa Senador Gallo es que las 
circunstancias en el país han cambiado, del 2016 
a la fecha, tanto que si usted mira y la vez pasada 
la Comisión de Paz leídos informes que hace 
la Defensoría del Pueblo sobre las causas y las 
responsabilidades en el asesinato y amenazas a 
dirigentes y a líderes tiene que ver con un problema 
de lucha de los grupos armados organizados y 
legales que hay en el territorio.

Y la Defensoría los identifica empezando por 
el Clan del Golfo, Los Pelusos, Los Puntilleros, 
el ELN, las disidencias de las FARC, están 
peleándose el control de las actividades ilegales 

en el territorio, explotación del narcotráfico, 
microtráfico, minería ilegal o explotación ilegal 
de minerales.

Esa disputa territorial hace que la Defensoría 
del Pueblo les haga un llamado al Ejército 
Nacional, a la Policía, a la Armada, es decir a 
las Fuerzas Militares y de Policía a controlar el 
territorio con las armas legales, claro que nosotros 
como Gobierno somos los más interesados en que 
no haya más mezcla de armas con la política.

Rechazo generalizado del Gobierno, pero es que 
en este momento las armas tienen de esos grupos 
delincuenciales que quieren adueñarse economías 
ilegales y tienen sometida a la población, esa 
es la causa por la cual cuando llegamos con la 
alta consejería de derechos humanos, con la 
consejería para la implementación del acuerdo, 
la estabilización, el comisionado de paz, tenemos 
que llevarnos a la fuerza pública que son los que 
garantizan realmente la seguridad de la población.

Entonces no es que estemos desconociendo 
absolutamente nada, esa supra y súper 
institucionalidad durante muchos tiempos, 
durante meses, los meses de finales del año 2017 
y comienzos del 2018 generó un enfrentamiento 
permanente entre las instituciones, nosotros 
dijimos lo primero que tenemos que hacer es 
ponernos de acuerdo en el interior del Gobierno y 
también con las otras entidades del Estado como la 
Defensoría, la Procuraduría, y la Fiscalía General.

Muchas reuniones, mesas de trabajo, tenemos 
un compromiso que en este momento en camino 
y es la reformulación de una política pública 
integral de protección a líderes, no sobre los 
hechos anteriores, sino sobre las circunstancias 
nuevas, y con eso se está trabajando, con todas las 
entidades, con los organismos internacionales que 
permanentemente están acompañando el proceso 
y también invitadas las organizaciones sociales y 
políticas.

En cuanto al tema que usted dice sobre los tres 
asesinatos, la información oficial que me llega es 
que está confirmada la muerte de un ex integrante 
de las FARC en Planadas (Tolima), efectivamente 
la cifra oficial al 31 de diciembre son 85 ex 
integrantes asesinados, pero según un reporte 
que nos dio la Fiscalía General a comienzos de 
diciembre del año pasado cerca del 70% de estos 
homicidios corresponden a vinculaciones con 
grupos ilegales y con economías ilegales.

Pero el tema como ya lo ha explicado el 
Director de la Unidad Nacional de Protección, la 
implementación del esquema de seguridad de los 
ex integrantes de las FARC que le correspondió 
un capítulo especial a la Unidad Nacional de 
Protección se viene haciendo con rigurosidad bajo 
la coordinación y el seguimiento del doctor Emilio 
Archila, consejero presidencial para tal efecto.

Gracias Presidente.
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La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Gustavo Francisco Petro 
Urrego:

Gracias Presidente, aunque la respuesta de 
la ministra me puede separar un poco de mi 
interrogante que tenía y que voy a hacer ahora, no 
pierdo la oportunidad de mencionarlo, subrayar 
algo, y es que es el mismo Estado el que crea la 
economía ilegal, tema que desarrolla además en 
otra oportunidad pero que podría usted con un 
ejemplo sin precisar.

Una vez en mi experiencia como alcalde le 
pregunté a la policía de ese momento al jefe de 
policía, el Director de la Policía Metropolitana si 
tenían una estadística alrededor del origen de las 
armas que se recuperan en operativos policiales 
y de seguridad en la ciudad, y en aquel momento 
el director de la policía me dijo la mayoría de las 
armas provienen del Estado y ese es un ejemplo 
de cómo el Estado mismo produce la ilegalidad 
en Colombia.

La mayoría de las armas que se disparan en 
Colombia en actividades ilegales son del Estado, 
fueron del Estado, fueron irradiadas por el Estado, 
y ese es un tema digamos que le dejo porque no 
es el tema de mi pregunta; lo dejó como punto de 
discusión porque tiene que ver con el manejo de 
las armas que el mismo Estado administra y que 
hemos visto hoy en un decreto termina perdiendo 
controles porque permite que una irradiación de 
armas pase a la sociedad civil.

El otro tema y es el que quiero preguntarle 
–por eso pedí la palabra tiene que ver es con el 
tema electoral–, la posición mía y de lo que yo 
representó aquí en esta Comisión ha sido que 
el Consejo Nacional Electoral, tal cual se ha 
configurado en Colombia no merece la pena 
que siga, básicamente porque es una instancia 
que llamada a ser el árbitro de las elecciones es 
parcializada por definición.

Por la manera como se elige, es un organismo 
parcializado, que está en manos de las mayorías 
parlamentarias que generalmente en Colombia 
son las del Gobierno, es decir el Gobierno controla 
el Consejo Nacional Electoral en Colombia y ese 
ya es un principio de fraude electoral, el Sistema 
Electoral Colombiano es fraudulento.

Y quiero subrayar este hecho, es fraudulento, 
es decir que muchos que se autootorgan el poder 
delegatario de la soberanía popular son ilegítimos, 
desde el más alto nivel hasta el más bajo, y la 
justicia colombiana ha descubierto ella misma 
a través de su capacidad investigativa las bases 
mismas del fraude electoral en Colombia.

De las muchas que hay pero una central, el 
software con que se computan todas las elecciones 
en Colombia es un software fraudulento, lo dice 
la justicia colombiana, no un representante de 
la oposición, lo dice el Consejo de Estado en 
sentencia de última instancia.

Es fraudulento, no se puede confiar en el 
software de la Registraduría, no es verificable, 
nunca permiten la verificación, a periodistas de 
mente fácil les entregan el hecho de que si tres 
técnicos fueron a mirar el software entonces ya 
verificaron, no ha existido desde que está ese 
software operando desde hace más de una década 
una auditoría técnica de nadie, internacional 
ni nacional ni a ningún partido político, no lo 
permiten hacer; el registrador se opone a que lo 
hagan y tiene una razón, el software es fraudulento, 
provoca fraude electoral, es permeable, es 
atacable, es un sable e incluso por funcionarios 
del interior de la registraduría que les suman ceros 
a los candidatos en los puntos a la derecha, no 
a la izquierda, ceros a la derecha que los hacen 
elegibles esa es la investigación del poder judicial, 
hay una sentencia judicial que ordena el auditaje y 
hay un desacato judicial permanente por parte del 
registrador.

Y en últimas del Consejo de Estado 
porque debería ser una entidad si fuese otra 
institucionalmente con las garras suficientes para 
impedir el fraude en Colombia que para poderlo 
hacer tiene que comenzar por qué no sea un 
Consejo Nacional Electoral cuya mayoría sea 
representativa de las mayorías del Congreso es 
decir del Gobierno y usted lo sabe Presidente.

Usted mismo le impidió la personería jurídica 
al movimiento más grande de la oposición 
en Colombia. Y después dicen que eso es 
democracia, ¡qué democracia ni qué ocho cuartos! 
Lo que tenemos es una tiranía del fraude electoral. 
Ahora mi pregunta en concreto es: En ese plan de 
desarrollo a cuatro años con las elecciones que 
vienen más las elecciones parlamentarias dentro de 
dos años o tres, más las elecciones presidenciales 
que vienen que tienen cobijadas todas dentro del 
plan que estamos estudiando, ¿hay una partida 
para cambiar el software?

¿Sabe el país qué propietarios de la empresa 
que realizó el software electoral de Colombia 
son ex presidentes de la República? ¿Sabe el 
país que es una empresa privada permanente que 
nunca se cambia la que dice quién realmente se 
elige en Colombia a través del software? ¿Cuál 
es la actitud del Gobierno ante una crisis de 
esa magnitud y ante una sentencia judicial que 
demuestra el fraude para cambiar un software y 
garantizar transparencia electoral?

El software vale plata, ¿está esa plata en el Plan 
Nacional de Desarrollo? o el mensaje del Gobierno 
de su vamos a tocar la base con que se comporta el 
voto porque los interesa dirá el Gobierno que siga 
existiendo la capacidad de fraude en el país.

Se construye más con el fraude electoral, 
¿podemos hablarle al mundo de que somos 
defensores de la democracia y hasta armarnos en 
función de la democracia cuando nuestro propio 
régimen electoral es fraudulento y corrupto? 
¿Qué lecciones les vamos a dar a los países que 
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nos rodean, si nuestro propio sistema electoral es 
fraudulento y profundamente corrupto?

¿Dónde está la partida en el Plan Nacional de 
Desarrollo para el cambio del software? La señora 
directora de planeación que estaba por aquí, ella 
siempre es un tanto vaporosa en las discusiones 
del Congreso, no la puede uno asir, pero sí no está 
ella por la ministra será, ¿han estudiado ustedes 
lo que significan los desarrollos en materia de 
programación de computadores, como el llamado 
bloque de cadenas o block of chains que garantizan 
certeza del documento público, y que debería ser 
aplicado en el sistema electoral colombiano que 
haría inmodificable a menos que se demuestre 
fraude el acta de electoral que sale de la mesa del 
cómputo en el mismo instante en que se produce 
el acta.

Esos desarrollos del intelecto general como 
decía Marx discúlpeme que pronuncie ese nombre 
un poco conocido en estos auditorios, el intelecto 
general es un desarrollo del conocimiento de la 
humanidad como el software block of chains que 
garantiza transparencia porque no lo podemos 
tener nosotros no es porque no seamos capaces, 
no es porque no tengamos el dinero que además 
es relativamente barato para obtenerlo, sino 
porque no hay la voluntad política de corregir el 
fraude electoral, porque esa voluntad política nace 
propiamente del fraude electoral.

Así que señor Sanabria pues yo no sólo soy el 
partidario de que el árbitro de las elecciones sea 
del poder judicial, eso lo discutimos aquí creo 
que no prosperó porque la ministra lo impidió, 
porque las reformas aquí se hunden y obviamente 
se hunden porque la misma clase política que en 
parte es elegida a través del método fraudulento 
no le interesa la transparencia electoral.

Pero hay que discutirlo con la sociedad y con 
el país si queremos una democracia; el árbitro 
electoral tiene que ser independiente de la política 
y de las mayorías electorales y del Presidente. ¿A 
cuenta de qué entonces hay que darle facultades 
extraordinarias al Presidente, para que maneje el 
Consejo Nacional Electoral, si es que tiene que 
ser independiente del presidente? Y dos, señoras 
ministra, ¿dónde está la partida que permite 
cambiar el software electoral de Colombia para 
darles garantías a todos?

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la doctora Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda 
Ministra del Interior:

Dos temas puntuales senador Gustavo Petro, 
primero usted deja flotando en el aire el tema 
del origen de las armas que desde el Estado, y 
obviamente como Ministra del Interior tengo 
que responderle que usted también sabe que hay 
una fábrica de armas Indumil oficial, que se les 
venden armas solamente a las personas que no 
tienen antecedentes y que hay un control sobre la 
venta de armas.

Si esas armas comercializadas de manera legal 
por el Estado y hay una serie de restricciones sin 
embargo terminan en manos de los delincuentes 
no quiere decir que el Estado está promoviendo la 
delincuencia.

En segundo lugar efectivamente la directora 
de Planeación salió, pero esta mañana tuvo una 
reunión con la presidenta el Consejo de Estado y 
el tema del software fue un tema tratado; es un 
tema que será analizado dentro de los temas o 
dentro de la estrategia que estamos construyendo 
para prevenir la corrupción y para garantizar la 
seguridad en las próximas elecciones de octubre.

Coincido con usted en lo que ha dicho 
presidente del Consejo Nacional Electoral, son las 
elecciones de mayor riesgo, no solamente por el 
fraude como tal sino porque todos sabemos que en 
las elecciones territoriales y con recursos ilegales, 
se manejan los recursos públicos para garantizar 
la elección de alcaldes y gobernadores, se violan 
los topes electorales, todos lo sabemos.

Estamos generando un plan de trabajo 
justamente con el Presidente del Consejo Nacional 
Electoral, con la sala tenemos la próxima semana 
una reunión para revisar estas acciones, con el 
Senador Guevara esta mañana hemos estado 
hablando él y el Partido Mira que fueron los 
originarios de la sentencia del Consejo de Estado y 
que lograron demostrar el fraude en su momento, 
pero también usted sabe Senador Petro que en el 
Presupuesto General de la Nación del año 2019 no 
quedó la plata para el software.

Y no se hizo debate al respecto, y el año pasado 
cuando se presentó el presupuesto desfinanciado 
para la sesión electoral no se dijo nada.

Estamos revisando directamente con el 
Presidente de la República, y mirando unas 
acciones conjuntas con la Procuraduría General 
de la nación, el jueves tenemos una discusión 
con el Procurador General sobre el tema, pero 
firmamos una carta de acuerdo con la MOE, con 
la Misión de Observación Electoral, para revisar 
todas estas sanciones, ya que nos interesa también 
que el proceso electoral sea transparente y esté 
seguro para el ejercicio de la política.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al doctor Heriberto Sanabria Astudillo, 
Presidente del Consejo Nacional Electoral:

Gracias Presidente, muchas gracias al señor 
Gustavo Petro por su disertación; el Consejo 
Nacional Electoral es de origen constitucional, 
es este Congreso de la República el que puede 
modificar la Constitución, es el artículo 164 y 
267 de la Constitución nacional el que creó el 
Consejo Nacional Electoral, su forma de elección, 
su conformación.

El actual Consejo Nacional Electoral no es ajeno 
ni es esquivo a que en las condiciones en que se 
encuentra no esta corporación ideal, la corporación 
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soñada, para hacer el proceso de escrutinio, por 
ello hemos recibido del Congreso de la República, 
del Gobierno nacional, y así lo ha manifestado 
el Presidente Duque en distintos escenarios, 
su voluntad total para entregarle al Consejo 
Nacional Electoral la autonomía presupuestaria 
administrativa, pero no solamente la autonomía, 
sino modernizarlo, contextualizarlo al siglo XXI; 
por eso registramos con complacencia los recursos 
que se apropiaron, que se apropiaron, no son los 
suficientes, aspiramos, como lo dialogamos con 
la Ministra Nancy Patricia Gutiérrez y el señor 
Ministro de Hacienda, a que se puedan hacer los 
ajustes presupuestales necesarios.

Senador Gustavo Petro, nosotros estamos 
abiertos a la discusión, a que se replantee incluso el 
sistema de inyección, las calidades, los perfiles de 
los Magistrados del Consejo Nacional Electoral, 
esa es la discusión que tiene que hacer este 
Congreso, esa es una tarea que no le corresponde 
al Consejo Nacional Electoral, esa es una tarea 
muy propia del legislativo y nosotros estamos 
prestos, dispuestos a hacer todos los aportes, hacer 
todos los análisis para que Colombia tenga una 
autoridad electoral autónoma e independiente.

El mismo Consejo de Estado, el trámite de la 
reforma política, de curso en este Congreso, ha 
manifestado su poco interés de que se le cree una 
sala electoral al interior del Consejo de Estado, 
las repúblicas en las democracias más avanzadas 
tienen autoridades electorales completamente 
independientes, en la reforma electoral no puede 
significar la judicialización de la política, no puede 
significar el sometimiento de un tribunal o de una 
corporación electoral a otra corporación.

El Consejo Electoral actual, Senador, o Petro, 
no es ajeno a las dificultades que se tienen, presidir 
un Consejo Electoral con 7.000 cuentas por auditar 
en elecciones 2011, 2015 y 2018, nuestra meta es 
estar al cien por ciento de las cuentas por auditar 
al 26 de junio y, ¿por qué el 26 de junio? Porque el 
26 de junio se inicia el proceso de inscripción de 
candidatos y nos llegan 120.000 nuevas cuentas 
por auditar en manos de ocho contadores y ocho 
administradores.

Es que no le podemos pedir al Consejo Electoral 
más de lo que no se le da, pero no solamente ellos, 
el año anterior tramitamos más de 25.000 consultas 
y solicitudes al Consejo Nacional Electoral con 
escasos 12 abogados, no se le puede pedir más de 
lo que no se le da al Consejo Nacional Electoral, no 
tenemos Tribunales de Garantías; de manera que 
yo no puedo significar, Senador, es que tenemos 
toda la disposición para hacer la reingeniería a ese 
Consejo Nacional Electoral, y en ello aplaudo la 
voluntad que ha manifestado siempre la señora 
Ministra Nancy Patricia Gutiérrez.

Y acudo al Congreso de la República, a que 
hagan las reformas pertinentes; si lo quieren 
acabar, acábenlo, si lo quieren fortalecer, 
fortalézcanlo, si lo quieren sustituir, sustitúyalo, 

pero hagamos algo; lo que no podemos es seguir 
lamentándonos y quejándonos y cuestionándonos 
frente a una entidad que exige fortalecimiento y 
una nueva entidad acorde a la Colombia el siglo 
XXI.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Armando Benedetti 
Villaneda:

Gracias Presidente, es que con base en lo que 
dijo el doctor Petro, sobre el tema de los fraudes 
que se presentan, señora Ministra, para las 
elecciones del año pasado, al Congreso yo hice 
una denuncia y se comprobó completamente que 
no solamente es en la transmisión de datos donde 
vienen, recuerdo que tuvimos esa discusión con 
usted también doctor Petro en plena campaña 
presidencial.

Que en Barranquilla se detectaron, el 35% o 
40% de los juzgados no trabajaban en las empresas, 
que las empresas había mandado sus listados. 
¿Qué es lo que yo quiero decir? Que el fraude 
empieza es cuando se inicia, llenar, a abastecer la 
base de datos, ahí es donde viene el fraude.

¿Por qué? Porque son personas que no trabajan 
en las empresas, son empresas que son de papel, 
que están registradas en cámara de comercio, pero 
cuando usted va a verificar, no existe la empresa; 
a veces, por ejemplo, cualquier compañía grande, 
digo cualquiera, el Éxito, manda 1.000 empleados 
pero el que tiene la llave de la Registraduría pone 
1.100.

Y a veces, Ministras, hasta se ponen de acuerdo 
en que la empresa suya pone personas que no son 
calificadas, el sistema va ir desechando, y yo 
pongo los que son para manejarlos, usa el fraude, 
arranca es cuando se programa, perdón, cuando 
se empieza a llenar con las listas que mandan las 
grandes empresas.

Yo estuve averiguando en la Registraduría, con 
las personas que manejan los software, y están 
haciendo esa corrección, porque después, cuando 
usted le manda los listados de la Registraduría 
versus la seguridad social del Ministerio de 
Salud, usted se da cuenta de que a ese señor 
que supuestamente trabajaba en esa empresa, no 
le pagaron ni la seguridad social ni tampoco él 
aportó al Sistema de Seguridad Social.

Luego ese señor nunca trabajó ahí, no existió, a 
él, le estoy hablando el 45%, y cosas más graves, 
que dónde estaban las mesas, en dónde estaban 
esos jurados que no trabajaban en esas empresas, 
un candidato obtuvo siempre en esas mesas el 70% 
de los votos de esa mesa, así que, señor Presidente 
del Consejo Nacional Electoral, señora Ministra 
del Interior, que le va a tocar presidir la seguridad, 
la viabilidad, la legitimidad de esas elecciones, 
ahí es donde está, ahí es donde empieza realmente 
el fraude.

En el manejo de los jurados, hasta alcancé 
a encontrar personas que le pagaban, incluso 
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hasta 500.000 pesos por día del jurado, por estar 
cambiando los datos, y se puede manejar un 
volumen de 150.000, 200.000 votos que eso en 
cualquier, le estoy hablando de una ciudad, puede 
realmente cambiar la composición de los elegidos 
al Congreso, ahora imagínese para una alcaldía o 
para una gobernación como para un concepto.

Pero tengo entendido, señor Presidente del 
Consejo Nacional Electoral, en la Registraduría, 
gracias a las denuncias que se hicieron la vez 
pasada, antes de que sean jurados, están cursando 
con el Ministerio de Salud si realmente esa persona 
está pagando la seguridad social.

Pero debo advertir que esa denuncia fue real, 
se comprobó que así había sido, tan es así, que 
están tomando los correctivos, pero no quedaría 
además, señor Presidente del Consejo Nacional 
Electoral, que a la hora de haberse escogido 
los jurados tienen que cruzar, antes designarlo 
como jurado, cruzarlo con la seguridad social del 
Ministerio de Salud.

Eso es lo que quería llamar la atención señor 
Presidente, gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Carlos Eduardo Guevara 
Villabón:

Gracias Presidente, también sumarme a la 
petición del Senador Gustavo Petro, en virtud 
de poder revisar el Plan Nacional de Desarrollo, 
una estrategia que permita avanzar hacia la 
sistematización del proceso electoral.

¿Qué encontramos nosotros en la demanda? 
Que no solamente ahí el sabotaje a nivel del 
proceso de escrutinios, de software, ingreso de 
datos a medianoche por personas que no están 
autorizadas para poder subir la información y el 
escrutinio del día de las elecciones, sino que de un 
momento a otro, prácticamente es como el 3% de 
la votación, empieza a moverse entre unos y otros 
candidatos.

Doctor Heriberto, usted de pronto ha constatado, 
fue víctima de ese proceso que crean unas redes 
delincuenciales que utilizan precisamente el vacío 
que tiene el estado de la propiedad del software, 
de los códigos fuentes, para poder hacer un control 
exhaustivo sobre el manejo y administración del 
resultado electoral.

Es un maltrato perentorio, y sabemos que 
un software puede estar alrededor de 1 billón, 
2 billones de pesos la administración de todo 
el sistema electoral, desde la identificación 
geométrica doctor Roy, hasta poder determinar 
el escrutinio ojalá en mesa, que permitamos 
conocer ese mismo día con una probabilidad del 
99% quién fue el ganador de un escrutinio en un 
proceso electoral.

Evidentemente hemos venido trabajando con la 
Ministra en una propuesta que pretende garantizar 
en estas próximas elecciones, en virtud de que lo 
pasó en una reforma electoral, en virtud de que 

se requiere también una modificación al Código 
Electoral, que es un código ya viejo, del año 86, 
necesitamos unas normas de procedimiento que 
podemos diseñar con ustedes a nivel del Consejo 
Nacional Electoral y a l nivel de la Registraduría, 
para garantizar un poco, yo diría un poco, porque 
no son las decisiones neurálgicas que requiere el 
problema, pero sí un poco minimizar los factores 
de riesgo que se presentarán en las próximas 
elecciones de octubre.

Indiscutiblemente aquí hay que avanzar 
en una carrera electoral, los funcionarios que 
hoy administran el material electoral, que son 
alrededor de 100.000 personas, son contratadas 
uno o dos meses antes sin ningún conocimiento 
de los formatos que van a diligenciar.

Hoy tenemos inclusive jurados de mesa que no 
asisten a las capacitaciones, hoy tenemos jurados 
de mesa que no saben cómo diligenciar el Formato 
E-14, E-24, y terminamos con graves errores que 
perjudican derechos políticos, individuales y 
colectivos.

En nuestro caso fue un derecho colectivo que 
se vulneró, que era tener asiento como bancada en 
el Senado de la República.

Entonces, Presidente, yo creo que estamos a 
tiempo, en virtud también de las convocatorias 
que ha hecho el Gobierno para poder blindar el 
proceso electoral que se avecina, poder tomar 
unas iniciativas, por ejemplo empezar con unos 
proyectos piloto en algunas ciudades del país de 
identificación biométrica.

No es la solución que podemos empezar allí 
en estas mesas donde evidentemente hemos 
encontrado que ya están identificadas, donde se 
presenta sustitución del votante, pues empecemos 
con sistema biométrico para identificar que la 
persona que va a sufragar es el que es.

En esta demanda que presentamos, doctora 
Angélica, logramos evidenciar que hay más de 
20.000 mesas donde hay más votantes que las 
personas que estaban escritas para votar; y dice 
uno, bueno y entonces, ¿qué pasó con los jurados? 
¿Qué pasó con el sistema de identificación? 
¿Quiénes votaron? ¿Dónde están las sanciones 
disciplinarias para esos jurados que avalaron el 
resultado electoral en esas mesas específicas? Más 
de 20.000 mesas, un y no son mesas insignificantes, 
son esas que tienen resultados importantes y que 
pueden variar de manera significativa, valga la 
redundancia, en la representación de un partido 
político aquí en el Congreso tanto en Cámara 
como en Senado.

Entonces, yo sí pensaría Ministra, que hay que 
empezar a construir, de la mano de la facultad 
que trae el plano, una revisión integral al Consejo 
Nacional Electoral, mientras sale el cambio 
constitucional, nosotros somos partidarios de 
conformar una corte electoral, que pudiéramos 
determinar quién, las funciones del Consejo de 
Estado, quiénes hacen la parte de identificación 
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del censo, que también es un mensaje a la 
Registraduría.

El censo hay que depurarlo, hay muchas 
personas que están en el censo, que no tienen por 
qué estar allí en el censo electoral, y poder hacer 
unos proyectos pilotos; inclusive en la legislatura 
anterior, los partidos políticos insistimos en poder 
trabajar el voto electrónico, abrir el tema del voto 
electrónico y no fue posible.

Ni siquiera se está reuniendo la comisión 
específica para determinar ese mandato y no 
se reunía, pues a la larga pues no hemos tenido 
avances al respecto, entonces, doctor Heriberto, 
Ministra, es un tema importante, es un mandato 
judicial, y que busca la salida para que ese software 
sea un software propiedad del Estado.

Que no quede en manos de los empresarios o 
dos empresas que sin buscarlas de antemano, si lo 
que podemos evidenciar es que hay tránsitos en el 
código fuente que permiten que sea jaqueado, sea 
saboteado, a fin de beneficiar equis o ye campaña 
política.

Gracias Ministro, gracias Presidente.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

al honorable Senador Rodrigo Lara Restrepo:
Gracias Presidente, ha sido muy interesante, 

básicamente la discusión suscitada aquí en la 
Comisión Primera sobre fraude electoral, y 
las disposiciones que trae o no trae más bien el 
plan de desarrollo respecto de este problema que 
atenta contra los fundamentos mismos de una 
democracia.

El día en que los ciudadanos piensen que los 
resultados electorales no se ganan en las urnas, 
participando, sino a través de un oscuro lobby 
ante autoridades electorales, pues se desmorona 
completamente el edificio de la democracia en 
una nación.

Y creo que hay tres puntos respecto de los 
cuales este Congreso debe reflexionar y aportar 
soluciones para combatir ese problema tan grave 
y tan peligroso para nuestra democracia como es 
el fraude electoral, efectivamente, como lo señala 
el Senador Benedetti, existe una primera etapa de 
fraude y que será básicamente en la elección o en 
la designación de los jurados electorales.

Y eso lo observamos en muchos municipios 
del país, como bien saben ustedes, los jurados 
son seleccionados con anticipación y ellos deben 
presentarse el día de las elecciones al puesto 
de votación al cual fueron asignados, el fraude 
empieza, y lo vemos mucho en ciertos municipios, 
por ejemplo, y no quiero estigmatizar con ello, 
pero tal vez lo he presenciado, lo pude ver como 
en soledad, Atlántico, llega uno, llegan más bien, 
esos jurados que han sido seleccionados, que han 
sido designados, no llegan, misteriosamente no 
llegan, y la autoridad electoral en ese caso tiene 
la obligación de escoger entre los presentes en ese 
momento, antes de la apertura de las mesas, a las 

personas que van a reemplazar a esos jurados o 
ausentes.

Y ahí es donde están por supuesto los jurados 
de votación que vienen con la misión, o las 
personas que vienen con la misión de ofrecerse o 
de presentarse como voluntarios, y luego alterar 
el resultado electoral, no llegaron los jurados 
seleccionados, ¿quién quiere ser voluntario y 
prestarse como jurados? Y las personas que 
vienen básicamente con el propósito de delinquir 
y alterar resultados electorales, están ahí para 
así entran básicamente a sus puestos de votación 
como jurados.

Y eso lo vemos no solo en Soledad, lo vemos 
en todo el territorio nacional, no obstante esta es 
una forma relativamente localizada y pequeña 
o de menor escala de cometer fraude electoral, 
mucho más grave y mucho más dañino es el fraude 
electoral que se comete efectivamente a través del 
software contratado por la Registraduría.

Esta es una denuncia que hemos venido 
haciendo desde hace mucho tiempo, y hoy lo 
trae aquí el Senador Petro, pero es absolutamente 
cierta.

Lo dice también y lo ha demostrado con 
creces el Partido Mira, bueno, ahorita en una 
auditoría que hicieron ellos, como un partido, para 
demostrar cómo le robaron a ellos las elecciones, 
y aquí el fraude es mucho mayor básicamente 
porque se pueden vender paquetes de votos, 
es muy fácil diseminar uno de 5.000, 10.000, o 
15.000 votos. cuando en el país existen 100.000 
mesas de votación.

El software simplemente disemina 5.000 
votos entre esas 100.000 mesas, con paqueticos 
de dos votos en Pore, otros tres en Planadas, 
otros, un cinco en una localidad de Bogotá y así 
sucesivamente, hacen que el fraude o el paquete 
que se venda sea absolutamente indetectable o 
imperceptible.

¿Cuánto cuesta ese paquete? Tuvo mucho 
dinero, ha habido también mucha oscuridad en 
la contratación de ese software, recordemos, se 
crean empresas relativamente reconocidas en un 
momento dado, se contrató a través de UNE EPM, 
pero UNE EPM no presta este servicio, UNE 
EPM, por ejemplo, en el pasado subcontrataba ese 
servicio. 

¿A quién subcontrata? ¿Dónde está la idoneidad 
de esa empresa? ¿Hubo un proceso de licitación 
de Ley 80?, y empieza gran parte del fraude, 
porque yo puedo definir, controlando básicamente 
ese software cuántos paquetes o cuántos votos le 
pongo a uno o le voy eliminando al otro, así como 
se ponen, se quitan.

¿Cómo va a detectar uno, con 100.000 mesas 
de votación, que le quitaron unos cuatro votos en 
Pore, 3 en Pitalito, 5 en Gigante, 10 en Bogotá 
y así sucesivamente?, ¿si son 100.000 mesas de 
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votación? ¿Qué candidato tiene la capacidad y la 
logística de poder contrastar ese software?

Básicamente con el resultado real y quién va 
a protestar porque le quitaron uno o dos votos, 
pero cuando eso se hace de manera sistemática, 
obviamente, que se dan fraudes a gran escala, 
si ponen y quitan votos y efectivamente, como 
lo señalaron aquí, la tecnología blockchain es 
indiscutiblemente la solución para ello, porque es 
prácticamente un sistema a prueba de cualquier 
jaqueo.

Y saben bien ustedes, que ese es un sistema que 
se basa básicamente en que todos los miembros 
de esta cadena tienen respaldo de su sistema en 
su teléfono o en su computador y la alteración 
que se hacen en el sistema o en el software se 
da simultáneamente en cada uno de los sistemas 
que lo soportan, por eso, las monedas virtuales 
hoy son un elemento seguro y son prácticamente 
imposibles de jaquear, hace que sea muy costoso 
saquearlas.

Y no solamente ese sistema de bloques de 
cadena sirve para evitar el fraude electoral, 
también sirve para combatir la corrupción, por 
ejemplo, señora Ministra y señores del Gobierno 
nacional, el sistema de blockchains para definir o 
detectar o llevar en tiempo real. La medición de la 
ejecución de un contrato de obra pública.

Cada el tema, cada erogación debe y registrada 
en un sistema de bloques de cadena lo cual hace 
que sea perfectamente rastreable la contabilidad 
y la ejecución de un contrato para evitar que de 
allí se estén o se sustraiga plata para otros fines 
distintos a la obra.

Y luego, la tercera etapa del fraude electoral 
en Colombia se presenta básicamente ante las 
instancias o autoridades electorales, una vez 
terminado el proceso de conteo viene básicamente 
el proceso de revisión administrativa que 
adelantan jueces de la república, y aquí vimos 
básicamente que se presentan alteraciones físicas 
de los documentos donde constan los resultados 
electorales.

Como no existe en Colombia un código 
electoral, cada funcionario encargado de la 
revisión administrativa municipal, departamental, 
y luego en el Consejo Electoral es básicamente y 
totalmente soberano y autónomo para decidir qué 
revisar, qué abre, cómo lo revisa, qué impugna, 
qué reconoce, qué valida, y qué saca, qué anula.

Y yo lo digo con conocimiento de causa, 
porque a mí me robaron una credencial en el 
2010, y viví perfectamente, en carne propia, 
cómo, básicamente se roban una curul, y aquí es 
donde viene la gran necesidad que tiene este país 
de aprobar un código electoral, no me refiero a 
este Consejo Electoral, en donde yo reconozco a 
personas muy idóneas y de alta moralidad.

Pero en el pasado hemos tenido consejos 
electorales en donde se ha hecho vaca básicamente 

para sacar a unos candidatos y meter a otros, 
como, y se reparten esa plata entre grupos de 
Magistrados del Consejo Nacional Electoral, y es 
supremamente fácil de hacer.

Como no hay una norma legal o fuerza legal 
que defina el procedimiento administrativo en la 
revisión de las elecciones, cada Consejo Electoral 
se inventa un procedimiento electoral y, claro, 
como se lo inventa, pues en últimas termina siendo 
un ejercicio de discrecionalidad, un ejercicio de 
arbitrariedad absoluta.

Yo reviso estas reclamaciones presentadas por 
fulano, pero le niego las mismas reclamaciones 
presentadas por mengano. ¿En dónde dice la ley 
que eso no se puede hacer? En ninguna parte, 
porque el Código se lo inventa cada administración 
del Consejo Electoral, entonces, por ejemplo, al 
que quieren ayudar, la autorización con 10, 15, 
20, 30, 40, 50 reclamaciones y misteriosamente en 
cada una de esas reclamaciones van apareciendo 
los votos que necesitan debajo de las piedras, en 
los ríos, en los árboles que aparecen, y aparecen 
votos en las mesas que han sido básicamente 
impugnadas por los abogados de las personas.

Básicamente las que le quieren ayudar, si ese es 
el propósito, y al que quieren quitarle los votos, no 
les autoriza y le reconocen una sola reclamación. 
¿Por qué? Porque así es, porque no hay norma, 
no hay código expedido por el Congreso de 
la República que defina ese procedimiento 
administrativo, es muy tentador para el corrupto.

Porque el poder es absoluto y, claro, una vez 
le han reconocido y validado esos puntos nuevos 
que surgen de la nada, al candidato que presenta la 
reclamaciones, lo que se hace usualmente es que 
congelamos, se cierra la actuación administrativa 
en 29 departamentos, y con eso ya logran obtener 
un consolidado del estado de cosas de ese 
candidato que está presentando reclamaciones.

Este candidato creció 3.000 votos gracias a 
las reclamaciones que nosotros le autorizamos y 
a otro es que queremos perjudicar no creció un 
solo voto, a este candidato le hacen falta 500 
votos, simple, dejo tres departamentos abiertos y 
en cada uno de esos departamentos con absoluta 
discrecionalidad que le otorga al funcionario 
corrupto la inexistencia de un Código Electoral 
se le empiezan a impugnar las mesas porque sí y 
porque no reabriendo situaciones consolidadas, 
reabriendo votaciones que ya habían sido 
revisadas.

Y de esa manera le logran obtener la escasa o 
pequeña ventaja para poderse quedar con una curul, 
¿y qué pasa luego en la Sección Quinta del Consejo 
de Estado? Como no hay código electoral, llega 
básicamente la demanda electoral que presentan 
los candidatos perjudicados, y hemos visto casos 
en donde se termina anulando, porque el Consejo 
de Estado, muy celoso de sus competencias, 
termina anulando, declarando inconstitucional un 
reglamento que se arroga asimismo el Consejo 
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Electoral, sin tener fundamento para legislar, y no 
obstante termina aplicando unas normas de este 
mismo reglamento para denegar justicia, como 
me pasó a mí.

Me aplicaron unas normas declaradas 
inconstitucionales, alegando que no había votado 
una tal vía administrativa kafkiana y de esa 
manera se consolida la justicia en el robo de unas 
elecciones.

Entonces, yo creo que ese es el diagnóstico 
que vamos a hacer, la necesidad imperiosa, señor 
Presidente, señora Ministra, de dotarlos de un 
chofer contratado básicamente con transparencia 
y perfecta legalidad que sea impenetrable para 
los corruptos, y dotar al Consejo Electoral, no 
importa su origen político o no, de un código, 
de unas norma, a las cuales se deben definir de 
manera rigurosa y estricta.

Yo espero, doctor Heriberto, después de oír 
su muy sólida intervención, queramos trabajar 
en el marco de este plan de desarrollo para que 
los colombianos nunca tengan una sola duda o 
mácula sobre su sistema electoral.

Muchas gracias.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

al honorable Senador Roy Leonardo Barreras 
Montealegre:

Muchas gracias señor Presidente, y un saludo 
a los compañeros y a la señora Ministra, al señor 
Presidente, voy a intentar ser muy experto en, la 
sesión ha sido larga, pero debo llamar la atención 
que la presencia o el primero, de la Ministra de la 
Política, luego del Presidente del Consejo Electoral 
y del señor Secretario General de la Registraduría, 
Delegado por el Registrador Nacional, doctor 
Orlando Beltrán y la señora Ministra de Justicia 
que también la estoy viendo aquí.

Pero me refiero a la política, no quiero hacer un 
saludo protocolario, sino a la presencia también del 
doctor Fabio Espitia que es el delegado del señor 
Fiscal General, entiendo que es el coordinador 
de fiscales ante la Corte Suprema de Justicia lo 
digo porque en cualquier sistema democrático 
como bien decía el Senador Rodrigo Lara, ahora 
la legitimidad del sistema es lo que permite que 
los ciudadanos crean en él, por lo tanto, tienen el 
Estado de Derecho.

Si confían en el Estado de Derecho se someten 
a las normas para una convivencia sana, tranquila 
y no violenta, si no confían en el Estado de derecho 
cada quien hace justicia por su propia mano, 
distintos tipos de justicia por su propia mano, 
por eso el origen del poder es fundamental, con 
la Ministra Nancy Patricia hemos tenido largas 
sesiones de trabajo, algunas aquí en esta Comisión 
tratando de dotar la democracia colombiana, una 
reforma política que recupere esa legitimidad hoy 
prisionera de un sistema clientelar, clientelista, 
corrupto hasta los tuétanos por cuenta del modelo 
de compra y venta de votos que es prohijado por 

las reglas actuales y que es casi que un fenómeno 
de marcado.

Pero hoy estamos reunidos para debatir en la 
Comisión Primera de la visión que tiene en esta 
Comisión sobre el Plan Nacional de Desarrollo, 
y claro, cuando se ha puesto sobre el tema la 
legitimidad y el origen del poder no puede dejarse 
pasar por alto la presencia de tan altas autoridades 
porque el Plan Nacional de Desarrollo a mi juicio 
no contiene una prioridad señoras ministras y 
una especificidad para garantizar en el próximo 
cuatrienio una depuración de la democracia 
colombiana.

Aquí se han puesto diversos ejemplos, algunos 
de ellos, doctor Fabio Espitia, son claras denuncias 
de delitos, pero resulta que yo no tengo mucha 
esperanza sobre la eficacia de tales denuncias, 
hace más de cinco años yo mismo presenté una 
denuncia en la Fiscalía General sobre uno de 
tantos casos, pero este era tan evidente que llegué 
a pensar que la Fiscalía General iba a actuar.

Se trataba ni más ni menos de la evidencia de un 
vídeo o de un funcionario privado, de esos centros 
de recolección y trámite de datos electrónicos que 
están privatizados como aquí se ha dicho, así en 
una casa de Cali, del barrio La Alameda si mal no 
estoy en un segundo piso una capacitación muy 
ordenada y muy juiciosos cerca de 40 personas les 
decía claramente que iban a darles un algoritmo, 
una clave el sábado siguiente, les informaron 
cuánto les iban a pagar, les decían ustedes son 
testigos electorales y algunos jurados y a ustedes 
les pagan 50.000 pesos por el día, nosotros les 
vamos a pagar 200.000.

Con ese algoritmo que les vamos a dar en 
su momento el sábado siguiente el señor que 
llama por teléfono y le da el dato al receptor y 
estaban divididos en dos grupos va a introducir 
ese algoritmo y eso va a permitir que nuestros 
candidatos clientes, decía el capacitador corrupto, 
nuestros candidatos clientes, puedan beneficiarse 
de los paquetes que les vendemos que son paquetes 
de 5000 votos, de manera que no se altere el 
resultado final, entonces al candidato Pedro Pérez 
perdedor en una elección cualquiera el que no 
tiene aparato de testigos electorales suficiente se 
les aparecen unos votos, y el señor no se da cuenta 
que se le desaparecen por el algoritmo cada vez 
que el señor llega a 199, ese dígito en nueve, en el 
algoritmo le quita 50 votos por una sola vez y se lo 
vuelve a 150, cuando logra pasar de nuevo es 199 
lo deja pasar, pero cuando llega a 299 le vuelve 
a quitar 50 y esos 50 se lo suman al candidato 
cliente corrupto y así ganar las elecciones en esa 
modalidad de fraude, es herido, está en manos de 
la Fiscalía desde hace varios años, no ocurrió nada 
con esa denuncia, pero así debe haber centenares 
de denuncias, entiendo que uno puede, uno cargar 
sobre los hombros de la Fiscalía General la 
corrección perversa del sistema democrático mal 
diseñado.
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Por eso insisto señora Ministra y señor 
Presidente del Consejo Nacional Electoral que 
este plan de desarrollo debe incluir, debe presumir 
la necesidad no sólo de la reforma política 
anticorrupción, sino de la reforma al sistema 
electoral en el sentido que aquí varios colegas han 
demandado.

El asunto de una Corte Electoral parece 
haber desaparecido de nuestra discusión y es 
indispensable, el asunto de un sistema electrónico 
de contabilización que sea garantizado por el 
Estado y no privatizado en manos ajenas, y el 
asunto de los jurados electorales que es una de 
las tantas modalidades de fraude e hice mención 
de la electrónica que Rodrigo Lara y Armando 
Benedetti mencionaron la de los jurados.

Ocurre en casi todos los municipios de 
Colombia de menor tamaño, son los jurados 
homogéneos, aquí se quejaba con razón el Senador 
Benedetti de que cuando se revisan los listados de 
jurados el 40% de ellos es mentira que trabajan 
en esas empresas, son listados falsos o falseados, 
pero eso es en las ciudades donde hay empresas, 
en los municipios pequeños que son 950 de los 
1100 municipios de Colombia no hay empresas, 
la lista de jurados la hace el alcalde, doctor Fabio 
Espitia.

Y entonces en las elecciones sólo hay dos 
candidatos, el del alcalde y el que está contra el 
alcalde, y el del alcalde es el que gana casi siempre 
o el senador del alcalde o el representante a la 
Cámara del Alcalde ¿por qué cree que la inmensa 
mayoría de los parlamentarios en Colombia de 
todos los partidos hoy están muy preocupados por 
elegir alcaldes? 

Sus alcaldes fácilmente pueden determinar 
los jurados homogéneos que ¿quiénes son? 
Funcionarios de la administración de él, es decir 
de un sector político, esto es válido para cualquier 
partido, ¿qué hacen esos jurados homogéneos? 
Esos jurados homogéneos lo que hacen es que 
pasada cierta hora todos han sido víctimas de ese 
fenómeno sobre todo los que no tenemos alcaldes, 
se da cuenta de que los ciudadanos a las dos de la 
tarde o tres no llegaron a votar y la planilla está 
en blanco, Senadora Paloma y entonces como no 
hay nadie y la perversión del modelo, Presidente 
Sanabria, lástima que se fue la Ministra de la 
Política, la perversión del modelo señor Secretario 
de la Registraduría hace que sea imposible que 
cada senador, estoy seguro que el Senador José 
Obdulio Gaviria o el Senador Name, ninguno aquí 
Senador Andrade puede tener testigos electorales 
en los 1100 municipios y en los miles y miles de 
puestos de Colombia, es imposible, eso lo puede 
hacer quizás un partido político en una elección 
presidencial.

Pero en la elección del Senado es imposible, 
entonces a las dos de la tarde los jurados 
homogéneos llenan las planillas con el candidato 
de su gusto, y hacen el fraude, y aparece el 

personaje con 20 o 30 u otros temas, sobre todo en 
la zona rural, a mí me robaron unas elecciones de 
un Representante a la Cámara hace cuatro años en 
una zona rural de Buga y de Tuluá.

Lo denuncié, a mí me parece que la única 
manera de evitar esos jurados homogéneos que 
hoy son inevitables, no hay receta para eso, es que 
el plan de desarrollo, pero no será el funcionario 
del gobierno, me alegra que esté la Ministra de 
Justicia, le encargan esa tarea en esta sesión 
porque a ella no le toca.

Pero pues me imagino que será ella la que 
nos ayude a ser la vocera del Gobierno junto a la 
directora de la nación y frente a la Ministra de la 
Política que tuvo que retirarse, el Plan Nacional 
de Desarrollo debe asegurar el voto electrónico 
de doble registro no está asegurado, ni siquiera 
mencionado.

No puede ser que este cuatrienio condene 
Colombia de nuevo a la perpetuación del sistema 
de escrutinio perverso, ya dijimos que estamos 
condenados al sistema de elección perverso 
clientelar, mientras no se da en Colombia la lista 
cerrada de la reforma política con corte electoral, 
esa es otra discusión.

Pero el sistema de escrutinio perverso tiene que 
ser corregido a través del fondo electrónico de 
doble registro que como todos ustedes aquí saben 
está inventado, consiste en que usted vota en tiempo 
real con su identificación electrónica, huella, Iris, 
rostro, eso está inventado, estamos en el siglo 
XXI y una vez que usted vota automáticamente 
su voto sube a la nube y el conteo que es público 
se modifica de manera que después sea inalterado.

Pero por si acaso hay un pirata que también los 
hay, hackers alterando el sistema, Senador José 
Obdulio vota, su voto secreto sube a la nube, a 
él le da el sistema una etiqueta como en el cajero 
electrónico y esa etiqueta va a la urna, entonces 
hay un conteo de doble registro que hace más 
difícil, casi imposible que los jurados homogéneos 
hagan el fraude.

O que el señor vendedor de algoritmos para 
el fraude porque no le coincide con el voto del 
papel, pero eso hay que garantizarlo en el plan 
de desarrollo y en el presupuesto general de los 
próximos cuatro años, y no está garantizado.

Por eso siendo esta una revisión del plan de 
desarrollo, yo quiero aportar señor Presidente 
como parte de las conclusiones de esta Comisión 
que el Plan Nacional de Desarrollo para ser 
aprobado debe contener una solución para el voto 
electrónico de doble registro.

Que como conclusión de esta sesión se 
incorpore esta propuesta de que el Plan Nacional 
de Desarrollo para ser aprobado debe contener la 
garantía del voto electrónico de doble propósito 
a lo largo del cuatrienio, al terminar el gobierno 
del Presidente Iván Duque que le haya ofrecido a 
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Colombia esa seguridad, que casi nunca se logra 
por los intereses contractuales.

Ya nos enseñó el registrador que todos esos 
contratos multimillonarios de tarjetones con 
material impreso que cuestan millones y que es 
la verdadera razón a mi juicio por la que no hay 
conteo electrónico no se necesita porque él nos 
enseñó en una elección presidencial reciente que 
se puede votar con fotocopias.

Entonces si eso no se necesita ya no hay razón 
para gastar esas millonadas y lo que hay que hacer 
es exigir el cumplimiento de la ley con el voto 
electrónico de doble registro.

Gracias señor Presidente.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

al honorable Senador José Obdulio Gaviria 
Vélez:

Gracias señor Presidente, asombrado por la 
información que tienen ustedes de cómo son 
los fraudes, yo voy a hacer realmente es un obi 
interdictum respecto al plan de desarrollo, yo 
sí creo que el sistema electoral es perfectible es 
obviamente necesario, es una cruzada contra la 
corrupción, es necesaria la modernización, es 
necesario incrementar el presupuesto.

Hay que impedir que se le meta las manos a las 
urnas por parte de toda esa jauría que menciona el 
Senador Roy y sobre todo creo yo que la madre 
de todos los vicios electorales y de la corrupción 
colombiana, la lista abierta tiene que morir, 
totalmente de acuerdo.

Pero sí quiero hacer un ejercicio de que 
implica una consideración casi que histórica 
sobre Colombia y su definición, me parece que 
intervenciones permanentes como la de las 
FARC y el Senador Robledo tiende siempre a 
una difamación que es deslegitimación de la 
democracia colombiana que no es cierta.

Perfectible sí, pero que no tengamos democracia 
es una afirmación falsa, y esas afirmaciones 
generalmente tienen un contenido doctor Roy y 
usted cayó incluso hoy en la celada cuando definió 
el estado de cosas de Colombia en el año 2012 
más o menos a raíz de sus correspondencias con 
el doctor Iván Abad, aquel que definió a Colombia 
en estado de guerra civil o conflicto interno 
armado y que ustedes acogieron en el gobierno del 
Presidente Santos.

Tambalean los tiranos, es verdad, es 
Colombia, es en América Latina y más aún 
digámoslo en América después de la inmensa 
democracia americana, de la inmensa democracia 
norteamericana con respecto al tema de estabilidad 
y sobre todo continuado el régimen de elecciones 
aprobadas no solamente por la historia, sino por 
los propios protagonistas siempre.

Colombia en América Latina es la democracia 
más cercana a lo mejor, ustedes se reirán y dirán 
bueno y usted de dónde o cómo constata ese hecho, 
en los Estados Unidos entraron a la democracia 

electoral con Washington y de allí en adelante 
hubo un permanente rumbo de estabilidad y de 
aceptación de los resultados electorales siempre.

Washington, Adams, Adam Jefferson, de 
Jefferson Madison, etcétera en Colombia 
en el año 32 nos introducimos en el sistema 
electoral aceptado, acatado, respetado y activo, 
el Presidente Santander es nuestro primer 
presidente por elección y allí viene Márquez, de 
Marqués Herrán, de Herrán Mosquera y se van 
rompiendo levemente en experiencias como la 
del General Melo, situaciones como la derrota del 
conservatismo en el poder y la muerte, asesinato 
del General y Presidente Electo Arboleda, el triunfo 
de Mosquera en el momento de la formación del 
Estado federalista años 62 más o menos del siglo 
XIX, pero luego comienza también una etapa de 
elección armónica en medio de dificultades, pero 
siempre acatada y respetada incluso por periodos 
muy cortos de dos años hasta el 86 cuando el propio 
presidente en ejercicio declara la Constitución de 
1963, ha muerto muy pronto, los pueblos se darán 
una nueva.

Y de allí en adelante solamente encontramos 
una trampa contra la persistencia del presidente 
elegido en el año 1953 en una cosa que algunos 
llamaron golpe de opinión y que además todos los 
historiadores serios consideran como la definen en 
una palabra, que ya la propia Real Academia de la 
Lengua ha aceptado como una quinta blanda del 
Presidente Rojas.

Hemos tenido percances electorales 
evidentemente en la elección del año 1970, es 
muy discutible, muy debatible, pero decir que 
Colombia no es una democracia es evidentemente 
una falacia, por eso he querido intervenir hoy para 
decir siempre que se haga esa afirmación en esta 
célula congresional o en la plenaria me levantaré 
a contradecirlo.

Y yo llamo a todos los partidos inclusive a 
ustedes los miembros del Partido Liberal en 
cómo diablos no se levantan a defender lo que es 
el papel histórico de su partido en la formación 
de la nación colombiana, en la estabilidad de su 
democracia y en el respeto a su democracia.

En cambio comparemos para terminar señor 
Presidente, Venezuela, que tanto le gusta hoy a 
muchos o algunos de los aquí presentes dando 
su institucionalidad actual como su historia, 
¿Venezuela sabe cuándo se estrenó en un sistema 
electoral? intentándolo porque no lo pudo hacer 
en 1945.

Un percance histórico extrañísimo se 
enloquece el candidato presidencial, un personaje 
llamado Diógenes Escalante, viene el gobierno 
del Presidente Rómulo Betancourt y un golpe de 
Estado, renueva con el pacto del punto final y se 
intenta introducir una democracia, lo hacen y lo 
hacen bien, lo hacen bien a pesar de lo que haya 
dicho históricamente Chávez y a pesar de lo que 
haya dicho Maduro.
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Lo hacen bien, y tienen una democracia estable 
que intenta corregir las grandes deformaciones 
de su historia, y solamente hasta el año 1998 se 
puede sostener el sistema por la presencia nefasta, 
nefasta del régimen chavista, del socialismo del 
siglo XXI, del foro de Sao Paulo que es lo que 
hoy podríamos considerar el final del expresidente 
Maduro.

Esa es la historia, y si hoy revisan ustedes 
la historia de Brasil ni qué decir, si revisan la 
historia encontrarán desastres históricos como por 
ejemplo un presidente linchado cuando nosotros 
ya estábamos aquí viviendo las virtudes de la 
democracia liberal en el gobierno de la hegemonía 
o en el gobierno del periodo liberal entre 1930 y 
1946.

Entonces por eso digo un obi interdictum 
no me he referido al plan de desarrollo, sino 
simplemente a mi propósito y a mi propuesta 
de que defendamos siempre la legitimidad de la 
democracia colombiana porque existe.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Gustavo Francisco Petro 
Urrego:

Gracias señor Presidente, si dada la versión de 
la historia según el Senador Gaviria, José Obdulio, 
una primera respuesta a la ministra, cuando yo dije 
el Estado irradia la mayor parte de las armas que 
están en la ilegalidad no dije promueve, que ella 
muy inteligentemente y astutamente como buena 
parlamentaria que fue dijo:

No es que yo no estoy afirmando que el Estado 
promueve el delito, sino que el Estado irradia las 
armas con que se hace el delito y el mecanismo de 
esa irradiación, es decir por qué la mayor parte de 
las armas incautadas a delincuentes de todo tipo 
provienen del Estado, es porque el Estado permite 
legalmente entregarle armas a los civiles.

Y ese ha sido el mecanismo, no cualquier 
civil que tenga arma lo permite, pero ha sido 
el mecanismo por el cual la mayor parte de la 
munición y de las armas de fuego en manos de 
la delincuencia provienen del Estado, dejo ahí 
mi réplica para la señora ministra que ya no está 
pero quería corregirle su palabra promueve que yo 
nunca he mencionado.

Sin embargo, el centro de mi crítica sigue 
siendo la misma, el Estado está armando una 
ciudadanía y parte de ese armamento, una parte 
de la ciudadanía no toda, y una parte de ese 
armamento termina en manos de la delincuencia.

Ahora la réplica al senador que dijo aquí 
Robledo de pronto era Robledo no Petro quién 
sabe, algún día discutiremos las diferencias de 
Robledo y Petro pero Robledo se acerca más a 
José Obdulio que a Petro, otro día hablaremos de 
esos esguinces de la historia ideológica, pero el 
senador hace una versión de la historia un poco 
sesgada y todo intento de diluir la historia de 
Colombia, de falsificar la historia de Colombia.

Es un intento a fondo del ex-Presidente Uribe y 
hoy senador tiene toda la razón cuando dice que la 
política se dirime finalmente en luchas culturales, 
cuando gana el terreno de la cultura y un éxito 
de la política, él lo entiende, claro, él se asusta 
porque nosotros lo estamos haciendo, pero eso es 
cierto, ganar la memoria, ganar la cultura, ganar el 
imaginario popular es fundamental en un proyecto 
político.

Claro que hay una democracia en Colombia 
esbozada en la Constitución de 1991, palabra que 
no mencionó el senador, mire ese silencio que 
representa la Constitución de 1991 para la lucha 
democrática de Colombia, ni más ni menos que el 
fruto de un acuerdo de paz, para saldar un conflicto 
armado parcial.

Palabras que no aparecen en la historia oficial 
de hoy, un conflicto armado parcial se desenvuelve 
en una resolución política, pacífica y termina 
cambiando instituciones gruesas de la historia y 
del Estado colombiano y aparece la Constitución 
de 1991.

Y se produce el gran debate sobre la democracia 
en Colombia, porque la Constitución de 1886 y 
su reforma estableciendo un perpetuo estado de 
sitio no era una democracia, pero eso no aparece 
en la historia, como no aparece en la historia del 
Senador José Obdulio Jorge Eliécer Gaitán, no, 
qué democracia la colombiana, pero asesinaron a 
Jorge Eliécer Gaitán el que iba a ser presidente 
y hubiera podido cambiar el curso de la historia, 
pero eso no aparece en la historia.

 ¿Qué democracia colombiana cuando 
en los años 50 y 60 se recogieron 300.000 
cadáveres de los campesinos? Unos liberales 
y otros conservadores, ¿así es la democracia?, 
la democracia de muertos, claro, si uno mide la 
democracia en muertos puede entender lo que pasó 
en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez entonces, 
y los millones de desplazados, porque entonces 
eso que se mide en miles de muertos, de falsos 
positivos y en millones de desplazados hay que 
llamarlo bajo la nueva jerga Uribistas democracia.

Nosotros no hemos aprendido entonces el 
término, silencios de nuestra historia que se 
quieren evitar como por ejemplo más reciente 
es que la Constitución de 1991 y su proyecto 
democrático se enfrentan en el territorio con un 
levantamiento armado propiciado por las élites 
políticas tradicionales contra la Constitución de 
1991.

Toda la etapa entre el año 1991 y el comienzo 
del siglo XXI es una época de violencia, son las 
épocas de las masacres, allí se resumen 90.000 
muertos ¡qué democracia! 90.000 muertos, 
60.000 desaparecidos, ese es el nombre de la 
democracia, claro, si nos vamos a intentar explicar 
y ya la historiografía no nos lo permite por los 
recientes que son los hechos, lo resuelve es la 
discusión política, debería resolverlo la discusión 
periodística, pero poco de eso.
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¿Por qué cuando se establece la Constitución 
de 1991 en lugar de consolidar el proceso de paz 
en Colombia lo que aparece es una segunda oleada 
de violencia tan similar en sus métodos como la 
oleada de la violencia de la época del fascismo en 
el gobierno que es la época de los años 50? ¿Por 
qué?

Porque no querían la aplicación de la 
democracia, ¿quiénes? Élites locales con el 
verdadero poder de facto en buena parte del 
territorio nacional, nombres de eso los vi en el 
Senado de la República hace unos años, la señora 
Emilce López creo que es el apellido, alias La 
Gata por ejemplo dueña y señora de Magangué 
en Carmen de Bolívar, Sincelejo, la dueña del 
territorio esa era la Constitución de 1991, no era 
la democracia.

El que pusiera un cartelito en un poste atacando 
a los dueños del poder en esa región amanecía sin 
cabeza, ¿esa es la democracia? No, es una lucha, 
es una lucha entre dos grandes tendencias de la 
nacionalidad colombiana, una hacia adelante 
tratando de construir una verdadera democracia y 
otra hacia atrás tratando de mantener privilegios 
antidemocráticos en el país.

Y matan, 90.000 muertos en el pasado reciente, 
ha tenido es un reflejo en la política, claro que 
si se expresa en la Comisión y se expresa en el 
Congreso, la lucha por la democracia va hacia 
la paz y las luchas contra la democracia van 
hacia atrás y están en perpetuo conflicto en este 
momento a menos que seamos capaces de hacer 
un pacto.

Un pacto sobre la base de la democracia, claro 
que si aquí quieren desmantelar la Constitución de 
1991, aquí quieren acabar la posibilidad de la paz, 
aquí quieren desmantelar las posibilidades de la 
democracia, o porque Colombia Humana no tiene 
personería jurídica, tanto que hablaron del Estatuto 
de la Oposición como la gran demostración del 
éxito democrático y el movimiento más grande 
de la oposición en Colombia no tiene derecho a 
usar la ley del Estatuto de Oposición, no tienen, 
no tenemos.

Es una lucha permanente en restablecer en 
Colombia la democracia y que no lo quieren, y 
el método de quienes no quieren la democracia 
en Colombia que se vio en los años 50, y es el 
poder en Colombia que se volvió a vivir en 
la Constitución de 1991 con el gran auge del 
paramilitarismo y la degradación de las guerrillas 
hoy se está expresando de nuevo en la intención de 
impedir que Colombia construya un país pacífico.

La violencia es el instrumento para destruir 
la democracia en Colombia y lo están haciendo, 
cerrándole la paz a acabar la guerra en Colombia, 
esa es otra historia, esa es otra visión de la historia, 
claro que debería haber una historia oficial y la hay 
porque la lucha tan denodada por poner al frente 
y quienes construyen la historia oficial a quienes 
quieren negar el conflicto armado.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la honorable Senadora Esperanza Andrade 
de Osso:

Gracias señor Presidente, un saludo muy 
especial a la mesa principal, por supuesto a la 
señora Ministra y a todos los que nos vinieron 
a acompañar en este debate que nos parece muy 
interesante, a pesar de que ya no hay quórum, 
yo quisiera hacer una propuesta específica señor 
Presidente porque realmente de las intervenciones 
que alcanzamos a escuchar solamente nos hemos 
concentrado en el tema de la corrupción y en el 
tema del fraude electoral.

Sin embargo, hay temas tan importantes como 
el del fraude electoral, y Senador José Obdulio yo 
sí no me extraño, creo que el fraude lo estamos 
conociendo los que hacemos política hace más de 
20 años, lo que me extraña es que no tomemos 
decisiones, que conociendo que hay fraude en 
muchas modalidades volvamos a tener en menos 
de ocho meses unas elecciones en donde no vemos 
que el gobierno haya tomado medidas al respecto.

Cuando uno analiza el Plan Nacional de 
Desarrollo, la convocatoria que ustedes nos 
hacen hoy en la Comisión Primera para hacer 
recomendaciones de este Plan Nacional de 
Desarrollo, bueno, el tema de justicia se desarrolla 
en el acto de la legalidad que se ha dividido este 
Plan Nacional de Desarrollo.

Pero cuando ustedes hacen lectura de ese plan 
de legalidad es no hay nada consignado Senadora 
Paloma, cuando miramos el plan, el pacto por la 
legalidad empezamos a hablar de las licencias 
ambientales, ese es el primer título que tiene este 
capítulo de la legalidad, ¿dónde está la justicia? 
¿Dónde están los artículos que vamos a trabajar, 
Presidente del Consejo Nacional Electoral en 
temas electorales?

Todos sabemos que hay corrupción en la 
Registraduría, todos sabemos que ese software se 
vende siempre, y todos sabemos Senador Rodrigo 
Lara que perdemos las elecciones a veces es en 
la Registraduría y no en las mesas, tenemos que 
cambiar los jurados electorales, ¿por qué no se 
hace un cambio de esa lista de jurados?

Tenemos que cambiar esos formularios 
Presidente, doctor Sanabria, esos modelos 
hicieron crisis y finalmente sabemos qué pasa en 
la Registraduría y qué pasa en el conteo de votos 
y no hacemos nada, eso sí es un llamado que yo 
quiero hacer hoy, porque además pues hemos 
escuchado por supuesto a la Ministra del Interior, 
hemos escuchado al Presidente del Consejo de 
la Judicatura, seguramente hay problemas en la 
justicia igual de graves al fraude electoral.

Pero yo sí llamo, Presidente, a ver si 
conformamos una Comisión y estamos a tiempo que 
en este Plan Nacional de Desarrollo en el capítulo 
del pacto de la legalidad incluyamos de verdad 
unas normas que conduzcan a atacar ese fraude 
electoral, yo a eso los invito porque finalmente de 
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la discusión no pasamos, y lo conocemos, cuando 
analizamos el recurso destinado a la alianza contra 
la corrupción, tolerancia cero con los corruptos 
miremos la cifra que se está destinando.

Y nos estamos abanderando todos los partidos 
de que vamos a luchar contra la corrupción, ¿qué 
herramientas vamos a tener para esta lucha? ¿Qué 
inversión se está haciendo en la justicia?

De manera que mi llamado de atención de verdad, 
honorables colegas es que la responsabilidad que 
nos cabe a los integrantes de la Comisión Primera 
aportémosle a este Plan Nacional de Desarrollo 
normas que realmente transformen la justicia, 
normas que realmente transformen las elecciones, 
el fraude electoral lo conocemos.

Pregunto magistrado, me dijeron que aquí 
estaba el Secretario de la Registraduría, ¿por 
qué contratan siempre el mismo software? Yo 
entiendo, es la información que he tenido que 
siempre va la misma firma, si conocemos que 
hay fraude electoral ¿por qué no apalancamos 
desde la Registraduría una licitación pública 
que permita cambiar esa corrupción que viene 
de hace años?, la conocemos todos y hacer la 
intervención, hagamos una Comisión Accidental 
para proponer en este Plan Nacional de Desarrollo 
lo que estamos buscando los colombianos y es que 
haya una justicia oportuna, ágil y veraz, muchas 
gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Luis Fernando Velasco 
Chaves:

Gracias Presidente, impresionantes estos 
debates que se plantean aquí, particularmente me 
gustó escuchar la disertación de mi buen amigo 
José Obdulio Gaviria y la respuesta y Gustavo 
Petro, y yo quisiera que en un tema específico 
sobre democracia que en la Comisión pudiéramos 
ahondar en ese debate mi querida Esperanza 
porque yo tengo en los datos cercanía con lo que 
dice José Obdulio, pero en la reflexión sí tengo 
diferencias.

Tal vez porque mi profesor de historia era 
un dialéctico, y él no solamente nos contaba 
los hechos sino lo que había en el fondo de los 
hechos, doctor Petro, de los primeros Presidentes 
de este país fue nuestro querido paisano Joaquín 
Mosquera, que luego le entrega el poder al 
Gobierno de su hermano el General Alcántara 
que a su vez se lo entrega a Arboleda el primo 
hermano de él, que a su vez se lo entrega a Tomás 
Cipriano de Mosquera que fue de alguna manera 
la cabeza de esa familia.

No quiero molestar ni preocupar a Simón, a 
Martín, Santiago, inclusive hasta que la verdad 
es un poco la historia de este país, entonces yo sí 
creo que sí ha faltado la democracia, porque aquí 
hubo una guerra de independencia pero no hubo 
ningún salto dialéctico entre quienes ostentaban 
el poder.

El modelo económico no cambió, es más de 
alguna manera se profundizó en una concepción 
feudal del poder que hoy en algunos lugares se 
mantiene, pero ese debate evidentemente será 
posterior, sí claro, formalmente ha habido unas 
decisiones que nos acercan a una democracia, pero 
de fondo la participación de las mayorías ha sido 
una participación electoral y no en el ejercicio del 
poder.

Entonces aquí hay un debate bien bonito es 
donde tenemos que hablar lo que José Obdulio con 
inteligencia dice el rompimiento de Melo y algunos 
podríamos decir tal vez la única oportunidad que 
los artesanos, los sectores populares se asomaron, 
se asomaron al poder.

O sea, allí hay un debate apasionante pero no 
me voy a meter en eso, señores Senadores yo he 
leído a lo mejor no con tanto juicio, muchos de 
ustedes el Plan de Desarrollo que me preocupan 
varias cosas, primero es una ley que debe 
aprobarse tal cual ha sido presentada descarga el 
papel del Congreso en los próximos cuatro años 
en unos decretos.

Porque es una ley que básicamente pide 
facultades para todo, y yo sí prefiero que a cambio 
de dar esas facultades debatamos aquí y voy a 
poner un solo ejemplo, un solo ejemplo en los 
artículos 30, 31, 32, entreguémosle facultades 
al gobierno para que nos defina la fórmula de 
presiones de combustibles, usted que después 
constitucionalista señor Presidente sabe que por 
delegación de funciones el gobierno no puede 
regular tributos, ni imponerle quitar, ni regular, en 
otras palabras nos están diciendo que convirtamos 
esa política pública en un negocio financiero, 
alguien ya debe estar preparando los bonos para 
organizar ese negocio financiero y que pague 
el Paganini como el pueblo, y ese es uno de los 
ejemplos de las facultades señores Senadores, 
yo quiero un Congreso que debata, yo no quiero 
un Congreso que delegue, o sea, esos son los 
elementos estructurales del debate.

Segundo, me parece interesante el esquema de 
enfrentar pobres o por lo menos el enunciado no 
el esquema, el enunciado de enfrentar pobreza, 
enfrentar violencia, es impresionante ver cómo 
uno lee todos los días cuáles son los negocios que 
están creciendo en el mundo.

Me impactó en estos días sentarme en televisión 
y ver una cuña de un producto farmacéutico ya 
en Colombia con cannabis, pero me impactó más 
desafortunadamente se nos fue nuestra Ministra 
de Justicia, me impactó más pero que cada vez 
la reglamentación para desarrollar esa actividad 
coloca tal cantidad de trabas que la única opción 
que tienen desde nuestro pequeño productor de 
cannabis hasta el industrial productor de cannabis 
no es hacer transformación de materia prima, darle 
valor agregado, vender conocimiento que hoy lo 
tenemos, porque ya hay un conocimiento ancestral 
sobre esos temas, sino sacar esa materia prima 
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para entregársela a unos laboratorios, monopolios 
en el mundo que la procesan y nos la devuelvan a 
otros precios, impresionante, uno de los negocios 
que más está creciendo en el mundo Presidente es 
la medicina que tiene origen en el cannabis, y no 
como nos quieren venir a decir aquí sólo un tipo 
de cannabis, no los dos tipos de cannabis porque 
se complementan, en el norte del Cauca, en el sur 
del Valle, la gente matándose por la marihuana y 
en otros países la gente enriqueciéndose con una 
marihuana de uso medicinal.

Yo hubiese querido ver en ese Plan de 
Desarrollo una política que es entre otras una 
política de sustitución de cultivos, y con unos 
efectos bien interesantes, “sabe que a veces pienso 
y uno pensando mal termina acertando señor 
Presidente”, y eso lo podríamos vender. Álvaro 
Gómez hablaba de un régimen, yo quiero hablar 
de algunas alcantarillas, en muchos Ministerios 
existen unas alcantarillas que frenan el desarrollo 
del país porque les interesa tener la llave para dar 
la licencia porque esa llave da la plata.

Estoy preparando un debate y espero que me lo 
aprueben, y una de las cosas interesantes Senador 
Alexander es cuando yo venga y les cuente aquí 
que el gobierno de Santos le entregó las licencias 
del cannabis, se van a llevar una sorpresa, y como 
esa gente que recibió esas licencias terminaron 
vendiendo esas licencias cada una en cifras 
superiores al millón de dólares.

Ya debieron quedar preocupados porque ya 
tengo el listado, de quienes la compraron, muy bien 
relacionados con funcionarios del gobierno, pero 
eso sí a las comunidades indígenas, campesinas 
que teníamos que arreglarles el problema, que 
este Congreso legisló para que ellos tuvieran esas 
licencias a ellos y no se las han dado.

A ellos si no se las han dado y a ellos y les 
ponen absolutamente todas las trabas, yo quisiera 
hablar por ejemplo OCM, Colombia en semejante 
lío, doctora Paloma, en el que estamos metidos en 
nuestro futuro eléctrico, estamos metidos hay que 
reconocerlo y en la OCM, o los técnicos cerrando 
las llaves de las pequeñas centrales hidroeléctricas, 
porque si ellos no son socios de la pequeña central 
no tienen licencia el que la presente.

Yo sí quisiera ver en este Plan de Desarrollo, 
quitarle las manos a esos bandidos esas llaves de 
enriquecimiento, yo quisiera ver en este Plan de 
Desarrollo unas cosas más claras en la legalización 
minera de los pequeños mineros porque también 
estoy haciendo un comparativo, he pedido el 
listado, perdón no he pedido voy a pedir el listado 
de los antiguos funcionarios que otorgaron las 
licencias mineras de este país y lo voy a cruzar 
con la de los ejecutivos de las dos o tres grandes 
trasnacionales mineras de este país.

Y nos vamos a llevar una sorpresa, bandidos, 
ahí está la corrupción, y yo no veo en el plan 
instrumentos para romper eso, no demos facultades 

y tratemos de encontrar instrumentos para romper 
eso, es mi invitación.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Alexander López Maya:

Creo que la constancia que han dejado los 
compañeros que han intervenido en relación al 
tema de la corrupción electoral en Colombia es 
válida y ojalá el anuncio que hace la Ministra 
de que está analizando el tema pueda tener una 
respuesta, y qué bueno cuando Congresistas de 
otras bancadas afirman que efectivamente en 
Colombia el sistema electoral es corrupto, y que 
ese es un sistema electoral que vicia lo poco 
y nada de democracia que hay en este país, por 
consiguiente un gobierno decente, un Gobierno 
honorable si identifica estos problemas pues no 
debe estar estudiando un tema que ya es conocido 
no solamente por la clase política sino que es 
conocido por los ciudadanos, ese es un tema 
que ha estado incluido ya en la discusión o por 
lo menos en las bases del Plan de Desarrollo y 
con un articulado que nos permita a nosotros ir 
superando todas esas causas que forman una 
democracia y que destruye un pensamiento sano 
de una sociedad.

Lo segundo es que debo dejar constancia en 
este momento de que no hay funcionarios del 
gobierno, se fueron las Ministras, las escuchamos 
y no nos escuchan a nosotros Presidente, yo me 
pregunto qué validez tienen en este momento las 
intervenciones de nosotros cuando no están los 
Ministros.

Yo prefiero que hagamos un debate para 
obligarlos a los funcionarios o a los Ministros que 
usted lo invitó para que nos escuchen por lo menos, 
al menos tengan ese respeto por el Congreso y por 
la Comisión Primera, porque en este momento no 
hay funcionarios que nos escuchen del gobierno 
y eso pues Presidente usted nos citó a las 10, 
estamos desde las 10 aquí los únicos que estamos 
aquí somos los congresistas y el Gobierno no está.

Mal mensaje, mal mensaje para el Congreso 
del Gobierno del Presidente Iván Duque, y eso 
que ese Plan Nacional de Desarrollo se llama el 
pacto, así lo han denominado, el pacto, entre los 
colombianos, pero es el pacto entre el gobierno 
con gobierno, el yo con yo, porque nos hablan 
de un pacto y los invitamos las fuerzas políticas 
en cabeza suya señor Presidente al gobierno y el 
gobierno no va. 

Entonces la verdad yo no voy a perder 
tiempo con esto, me parece un acto de profunda 
irresponsabilidad del gobierno del Presidente Iván 
Duque, y respeto de los Ministros y las Ministras 
que estuvieron acá, que vengan y dejen a los 
Senadores aquí plantados y, por lo consiguiente, 
yo no voy a hablar más, y le pido Presidente 
que una vez ingresemos a sesiones ordinarias la 
citemos a un debate para que hablemos del Plan de 
Desarrollo y que le diga al gobierno del Presidente 
Iván Duque, al país y esto es un pacto que es 
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porque a mí me parece que esto es una imposición 
muy grave para los colombianos.

Porque finalmente señor Presidente aquí lo 
que se quiere es enviar un mensaje de que se está 
construyendo un gran acuerdo nacional pero lo 
que hacen los funcionarios del Presidente Iván 
Duque y del Ministro es no atender y no respetar 
a un Congreso, los vi muy lindos en la frontera 
con Venezuela en el concierto a varios Ministros 
tomándose fotos para intervenir en un país que no 
es el ellos.

Pero para resolver los problemas de este país 
ahí si no están presentes, entonces elevo mi voz de 
protesta, mi rechazo de la irresponsabilidad de los 
funcionarios del gobierno que fueron invitados y 
me retiro de la Comisión, señor Presidente con el 
respeto de ustedes.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Germán Varón Cotrino:

Muchas gracias Presidente, muy corto porque 
comparto los argumentos del Senador Alexander, 
no tiene sentido hacer observaciones a un 
plan de desarrollo para que se queden entre los 
Congresistas, con la excepción obviamente quienes 
están acá, como miembros de la Registraduría y el 
doctor Heriberto Sanabria.

Muy corto, yo sí creo, doctor Luis Fernando, 
que vale la pena volver sobre esos debates que 
usted inicia pero que desafortunadamente no 
continúa, porque cuando uno se da cuenta de 
lo que ha pasado en la historia de Colombia es 
entender por qué estamos como estamos.

Usted habla bien del poder electoral, no del 
poder real, y cuando uno mira lo que ha pasado 
encuentra muchas de las circunstancias históricas 
que generan lo que hoy vivimos, usted tiene razón, 
pero no tiene sentido hacerla en este momento.

Dos, comparto también que el Gobierno 
pretende no volver al Congreso, está plagado 
ese plan de desarrollo de facultades, algunas con 
sustento y otras y sin sustento como la que usted 
mencionaba, y en ese sentido ya no es un tema ni 
siquiera de posición política ni de partido sino de 
respeto de la institucionalidad, por eso yo sí creo 
que al margen de acompañar uno al Gobierno de 
ser independiente de oposición o de gobierno, sí 
vale la pena volver a citar a los Ministros y volver 
a evaluar las observaciones que se tienen sobre 
este plan de desarrollo.

Y algo que quiero desarrollar después, algunas 
personas se han pronunciado sobre el famoso 
Código de Policía y las medidas que se tomaron, 
yo quiero darle la absoluta tranquilidad de que lo 
que se hizo en el Congreso estuvo bien hecho, se 
hizo con toda la observación de las normas y de 
las providencias de la Corte Constitucional.

En el Gobierno hay contradicciones evidentes, 
yo comparto la posición de la Ministra, una mala 
interpretación de la aplicación de una medida de 
carácter policíaco y recuerdo específicamente 

sobre ese tema que aquí se presentó una 
proposición diciendo que se podría multar a los 
usuarios de quienes ocuparan el espacio público en 
los establecimientos de comercio y fue denegada.

Se suprimió, ¿y saben por qué se suprimió?, 
porque entendimos que no era viable, y yo lamento 
que ni el señor Ministro sin el Director de la 
Policía que esperaba que vinieran hoy para evitar 
hacer el debate pero lo voy a citar porque creo que 
la opinión pública merece tener claridad sobre lo 
que hizo el Congreso, no fue una legislación ligera 
ni mucho menos, es una mala interpretación, una 
indebida interpretación con todos los elementos 
de juicio necesarios para poder demostrarlo ante 
la opinión pública que el Congreso obró con la 
mayor seriedad.

Al punto que ese numeral establece que se acatan 
todas las sentencias de la Corte Constitucional y 
así se redactó, señor Presidente, yo lamento que ni 
el Ministro ni el Director de la Policía a quienes 
he tratado de persuadir para que se pronuncien no 
lo hayan hecho.

Y termino con un ejemplo, sí claro.
Con la venia de la Presidencia y del Orador, 

interpela el honorable Senador Luis Fernando 
Velasco Chaves:

Lo invito Senador Varón a que prepare una 
proposición y la firmamos los de la Comisión 
Primera del Senado pidiéndole al señor Ministro 
de Defensa y, particularmente, al Director de 
la Policía su pronunciamiento y su circular 
explicando cuál es el alcance de esa norma que 
evidentemente, incluso ha dejado alejado a la 
policía de los ciudadanos de una manera terrible.

Recobra el uso de la palabra el honorable 
Senador Germán Varón Cotrino:

Termino señor Presidente, simplemente 
diciendo para no despertar en una explicación 
que tener que volver a dar y quisiera darla en 
la plenaria, manifestando que voy a hacer esa 
situación al Ministro de Defensa, el Director de la 
Policía, porque lo que no puede ser es que tomen 
medidas que frente a la opinión pública resultan 
absurdas y no son resultado de lo que dice la norma 
sino de la falta de preparación y capacitación de 
quienes las aplican.

Y ahí no tiene la culpa el policía, tiene la culpa 
quien dirige la institución, al General Nieto se le 
solicitó que hiciera unos protocolos que nunca 
realizó, no vale la pena seguir interviniendo señor 
Presidente, atendiendo lo que decía el Senador 
Alexander, le agradezco mucho.

Presentaremos esa proposición, doctor Velasco, 
y haremos un debate sobre lo que tiene que ver 
con ese código, gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Rodrigo Lara Restrepo:

Gracias señor Presidente, esta sesión de hoy 
da inicio a una muy interesante discusión sobre 
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tantas normas que trae el plan de desarrollo, 
en efecto yo también coincido con lo que han 
señalado varios Senadores en el día de hoy, a este 
plan de desarrollo se le han colgado un sinnúmero 
de artículos.

Como una manera básicamente de aprobar vía 
fast track un conjunto legislativo muy ambicioso, 
y poder básicamente gobernar al país obviando al 
Congreso de la República y a la discusión serena, 
sosegada y equilibrada para la aprobación de las 
leyes.

Algo que me parece muy grave porque en 
últimas alterar los equilibrios propios de una 
democracia, en segundo lugar creo que hay una 
fórmula también muy expeditas resolver problemas 
que tienen una profunda connotación social.

Y como estamos apenas iniciando esa discusión 
en la Comisión Primera y yo creo que esto nos va 
a tomar varios días, el Presidente porque apenas 
escuchamos a unos cuantos funcionarios de una 
lista muy larga y muy amplia de funcionarios del 
Gobierno nacional hay un asunto que yo quiero 
traer a colación después de la intervención que hizo 
mi compañero el doctor Luis Fernando Velasco.

Tiene que ver básicamente con las zonas de 
reserva especial minera, zonas de reserva especial 
que se pueden destinar para la explotación de 
recursos estratégicos del país, por ejemplo zonas 
de reserva especial que obvian el principio rector 
del derecho minero que es primero en el tiempo 
primero en el derecho, a fin de poder explotar 
zonas estratégicas.

Por ejemplo el tantalio, los materiales raros, 
que existen en las zonas del escudo guayanés 
colombiano, se puede básicamente adjudicar de 
esa manera, pero también pueden otorgar esas 
zonas de reserva especial cuando se encuentran 
regiones en donde han venido trabajando desde 
hace siglos los mineros tradicionales.

Mineros tradicionales que no son minería ilegal 
como a veces perdemos a hacer en amalgama, son 
mineros básicamente que existen en su forma de 
explotar y de vivir de la misma Constitución de la 
Colonia en el país, no hay actividad más antigua, 
no hay actividad más característica del sufrimiento 
de este país que la minería tradicional.

Y aquí por ejemplo se incluyen normas que a 
priori se ven o parecen muy positivas, por ejemplo 
para las zonas de reserva especial donde operen 
los mineros tradicionales con unas normas aquí 
previstas se les va a hacer exigible las licencias 
ambientales y, por consiguiente, toda la ejecución 
de la fiscalización de las mismas.

Quién podría oponerse señor Presidente a que 
se exijan licencias ambientales en una explotación 
minera, nadie, el problema es que muchas de estas 
licencias ambientales exigen de inversiones muy 
cuantiosas y una adaptación básicamente de la 
explotación minera que exigen inversiones que 
superan las decenas de millones de dólares.

No será esto una manera además estableciendo 
mecanismos draconianos de fiscalización y 
quitarle esa zona de reserva especial a los mineros 
tradicionales más pobres del país, porque además la 
gradualidad no existe, gradualidad en cuanto a las 
sanciones por el incumplimiento de estas licencias 
ambientales, no solamente se exige básicamente la 
Constitución de una licencia ambiental cuando se 
adjudica la zona de reserva especial para minería 
tradicional, sino que al mismo tiempo siguieran en 
cumplir los términos de esta licencia simplemente 
se le revoca la adjudicación de esas zonas, es 
decir, no hay gradualidad, o cumple no se les 
revoca, una medida entenderán los colombianos 
exigente y draconiana, y yo me pregunto si esta no 
es una manera por ejemplo de facilitar la llegada 
de grandes explotaciones mineras y me refiero 
a casos muy conocidos en el país como lo que 
pasa en Segovia, en donde hay un conflicto social 
entre los mineros tradicionales que existen desde 
tiempos inmemorables.

Recordará usted que Antioquia es un 
departamento que nace minero, y grandes 
multinacionales que quieren obviamente sacar 
a esos mineros, ahí chocan esas dos realidades, 
minería tradicional y de gran minería.

Entonces, ya termino, yo creo que revisemos 
ese punto y con su venia le damos la palabra al 
señor Senador.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Luis Fernando Velasco 
Chaves:

Muy bien traído su debate sobre la minería 
artesanal y le voy a contar una historia que ocurre 
en su tierra, Senador Eduardo Enríquez Maya, 
en los Andes Sotomayor, Nariño, usted sabe 
son agricultores y mineros, allá la gran licencia 
minera la tiene una firma que se llama Anglo Gold 
Ashanti que es bastante conocida en el país.

Entre otras cosas esa es una de esas firmas a 
las que yo le estoy investigando quiénes son sus 
ejecutivos y sus consultores para cruzar con la 
información de quiénes eran los que entregaron 
las licencias mineras cuando eran funcionarios del 
Estado y nos vamos a llevar unas buenas sorpresas.

Pero, ¿sabe por qué quiso intervenir, doctor 
Lara? Allá la gente tiene que vivir de algo con 
sus abuelos, sus tatarabuelos, sus bisabuelos, 
generaciones y generaciones han sacado el oro 
de la montaña, les quitaron la legalidad y no la 
legitimidad con la licencia que le dieron a Anglo 
Gold Ashanti, pero Anglo Gold Ashanti tiene 
que explotar porque si no pierde la licencia y 
obviamente la van a ganar esos pequeños mineros 
que están desarrollando esa minería.

Cada vez que la va a perder mandan una cartita 
imposible hacer explotación minera que otros 
están haciendo en la zona por condiciones de 
orden público, el cuento del orden público les ha 
servido para ser los dueños de las licencias por 
secula seculorum y condenar al minero artesanal 
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y al pequeño minero a ser ilegal. El Estado genera 
condiciones de ilegalidad, señor Presidente.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden:

Muchas gracias, doctor Velasco, vamos 
a terminar esta sesión con las siguientes 
anotaciones, la primera gracias a los funcionarios 
que aceptaron la respetuosa invitación formulada 
por la Comisión Primera, gracias a los señores 
delegados que asistieron, lamentable que muchos 
funcionarios no se dieron por enterados y tuvieron 
la cortesía de excusarse.

Solicitamos respetuosamente a las personas que 
no alcanzaron a intervenir dejar los documentos 
en la Secretaría de la Comisión para reproducirlos 
y entregarlos a los señores Senadores por supuesto 
a la persona que está encargada en esta Comisión 
para hacer llegar todas las inquietudes a las 
comisiones económicas.

Posteriormente, señoras Senadoras, señores 
Senadores, los invitaremos para otra sesión que 
estimemos conveniente, por ahora levantamos la 
sesión, repito, con nuestro agradecimiento y también 
a los asistentes y oportunamente los invitaremos a 
las sanciones correspondientes. Señor Senador.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Rodrigo Lara Restrepo:

Yo quisiera, Presidente, respetuosamente 
solicitarle que insista básicamente en la invitación 
que se les hizo a los funcionarios, si usted observa 
hoy fueron invitados funcionarios como el señor 
Contralor General de la República, me parece que 
es muy importante escuchar las observaciones que 
ha hecho el Contralor sobre el Plan de Desarrollo.

También ha sido invitado el Ministro de Hacienda 
que en últimas pues es el gran constructor de este 
Plan de Desarrollo, este es un plan de desarrollo 
hecho por el Ministerio de Hacienda, por y para el 
Ministerio de Hacienda en muchos aspectos.

Impresiona mucho la concentración de poder 
que se le da en torno al Ministerio de Hacienda, 
es impresionante en materia de privatización 
de activos, en materia de competencias para 
viabilización y adjudicación de grandes proyectos 
de inversión, yo creo que esa discusión aquí, señor 
Presidente, el plan de desarrollo queda truncada 
si el señor Ministro de Hacienda no viene y nos 
explica sus propósitos.

Entonces yo quisiera que programáramos 
una sesión posterior con todas estas personas 
que fueron invitadas y que no han venido y que 
sesionemos hasta que venga el señor Presidente 
con su venia. Gracias.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden:

Se tendrá en cuenta su respetuosa solicitud, 
señor Senador, pero ahora no los vamos a invitar, 
los vamos a citar hasta donde llega nuestra 
competencia, muchas gracias.

IV
Negocios sustanciados por la Presidencia

Anexo N° 1. Publicación de las Actas de 
Mesa Directiva del mes de diciembre 2018. 
De acuerdo a la Ley 1828 de 2017 Código de 
Ética y Disciplinario del Congresista artículo 
9° literal e).
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Anexo N° 2. Observaciones y comentarios del Proyecto de ley número 227 de 2019 Senado, 
311 de 2019 Cámara, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por 
Colombia. Pacto por la Equidad. Registraduría Nacional del Estado Civil Firmado Juan Carlos 
Galindo Vacha - Registrador Nacional del Estado Civil.

ANEXO N° 2
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Anexo N° 3. Observaciones y comentarios del Proyecto de ley número 227 de 2019 Senado, 311 
de 2019 Cámara, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia. 
Pacto por la Equidad. Asociación Colombiana de Ciudades Capitales firmado Luz Marina Zapata 
- Directora Ejecutiva.

ANEXO N° 3
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Anexo N° 4. Observaciones y comentarios del Proyecto de ley número 227 de 2019 Senado, 
311 de 2019 Cámara, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por 
Colombia. Pacto por la Equidad. Federación Colombiana de Municipios firmado Gilberto Toro 
Giraldo - Director Ejecutivo.

ANEXO N° 4
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Anexo N° 5. Observaciones y comentarios del Proyecto de ley número 227 de 2019 Senado, 
311 de 2019 Cámara, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por 
Colombia. Pacto por la Equidad. Contraloría General de la República.

ANEXO N° 5
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Anexo N° 6. Comentarios del Proyecto de ley número 285 de 2018 Cámara, 078 de 2018 Senado, 
por la cual se transforma el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad 
Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) Firmado Andrés Pardo Amézquita, 
Viceministro General Minhacienda.

ANEXO N° 6
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Anexo N° 7. Concepto al Proyecto de ley número 177 de 2018 Senado, por medio de la cual se 
modifica el numeral 5 del artículo 2° de la Ley 403 de 1997 aclarado por la Ley 815 de 2003 en lo 
relativo al descuento en el valor de la matrícula en Instituciones Oficiales de Educación Superior 
como beneficio a los Sufragantes. Firma María Victoria Angulo González - Ministra de Educación 
Nacional.

ANEXO N° 7
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Anexo N° 8. Comentarios al texto de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 
153 de 2018 Senado, por medio del cual se reestructura el sector de inclusión social y reconciliación, 
se agrupan y redistribuyen las funciones al Sistema de Bienestar Familiar y se crea el Ministerio de 
la Familia y Social. Firma Andrés Pardo Amézquita - Minhacienda.

ANEXO N° 8
 

 

 

 
 
 
 

 
 

 

 
 
 
 

Anexo N° 9. Comentarios al texto de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 
150 de 2018 Senado, por medio del cual se regula el cabildeo y se crea el Registro Nacional de 
Cabilderos, Firma Andrés Pardo Amézquita. Minhacienda.

ANEXO N° 9
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Anexo N° 10. Conceptos Proyecto de ley número 85 de 2018 Senado, por medio del cual se 
modifica el Código de Infancia y Adolescencia y se dictan otras disposiciones. Proyecto de ley 
número 19 de 2018 Senado, por medio de la cual se reglamenta la reproducción humana asistida, 
la procreación con asistencia científica y se dictan otras disposiciones. (Ley Lucía), 17. Proyecto de 
ley número 34 de 2018 Senado, por medio de la cual se modifican algunos artículos del Código de 
Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006) y se dictan otras disposiciones. Firma Leonardo Calvete 
Merchán - Director de Política Criminal y Penitenciaria

ANEXO N° 10



Página 72	 Viernes, 8 de marzo de 2019	 Gaceta del Congreso  107

 

 

 



Gaceta del Congreso  107	 Viernes, 8 de marzo de 2019	 Página 73

 

 

 

 



Página 74	 Viernes, 8 de marzo de 2019	 Gaceta del Congreso  107

 

 

 

 



Gaceta del Congreso  107	 Viernes, 8 de marzo de 2019	 Página 75

 

 

 

 



Página 76	 Viernes, 8 de marzo de 2019	 Gaceta del Congreso  107

  

 

 

 

Siendo la 1:56 p. m., la Presidencia levanta la sesión.

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2019

“Los originales de la presente gaceta reposan en la Secretaria de la Comisión Primera para su consulta”.


